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CAPÍTULO I. INTRODUCCIÓN 

1.1. Contexto histórico y político 

La amnistía registra prácticamente el debate del ámbito social, doctrinal y jurídico, 

siendo su estudio en el ordenamiento jurídico español escaso. Como resultado de los comicios 

generales que tuvieron lugar el pasado 23 de julio de 2023, esta figura jurídica se ha visto 

dotada de un gran protagonismo. Siguiendo la línea de crispación y polarización política en la 

que España se encuentra desde hace años, los resultados del 23J no dieron a un claro 

vencedor, ya que ninguna formación política podía hacerse con el Gobierno de la Nación en 

solitario. Comenzaron entonces las reuniones y negociaciones a fin de reunir los apoyos 

políticos necesarios. 

Fue Alberto Núñez Feijoo, candidato del Partido Popular (PP), el primero en ser 

propuesto por Su “Majestad el Rey, Don Felipe VI de Borbón y Grecia como candidato a 

liderar el Ejecutivo. Su propuesta fue rechazada en el Congreso de los Diputados y fue 

entonces, cuando el Rey propuso al candidato” del Partido Socialista Obrero Español (PSOE), 

Pedro Sánchez Pérez-Castejón, ya Presidente del Gobierno que, de la misma manera que su 

opositor, trató de obtener el apoyo preciso para ser investido presidente. 

 En este contexto, y a partir de aquí entran en juego los partidos catalanes 

independentistas como Esquerra Republicana o Junts per-Catalunya, quienes ofrecieron su 

voto favorable a cambio de la tramitación de dicho texto legal, la “LO 122/000019, aprobada 

el 30 de mayo de 2024 en el Congreso de los Diputados” 1 . En consecuencia, es un 

requerimiento contextualizar el apuro de los partidos por gestionar la ley de la amnistía, y es 

que Cataluña centra desde hace años la actualidad y el debate político en España. Tras el auge 

de los partidos nacionalistas en dicha Comunidad Autónoma, comenzó una batalla contra el 

Estado cuyo objetivo no es otro que alcanzar la tan ansiada independencia. 

 Este desafío a nuestro ordenamiento jurídico culminó el 1 de octubre de 2017, fecha 

en la que tuvo lugar el referéndum de autodeterminación, que llegó incluso a proclamar a 

Cataluña como nación independiente, si bien esta independencia fue bastante corta en el 

tiempo. Como resultado de este pulso a la Constitución, los líderes políticos que promovieron 

 

1 Boletín Oficial de las Cortes Generales. «Ley Orgánica de Amnistía para la normalización institucional, política y social en 

Cataluña.» 6 de junio de 2024. https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/B/BOCG-15-B-32-13.PDF  

(último acceso: 29 de septiembre de 2024). 

 

https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/B/BOCG-15-B-32-13.PDF
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estos hechos fueron encausados y detenidos. Algunos fueron encarcelados y otros huyeron del 

país amparándose en su condición de eurodiputados. 

La sala de lo Penal del Tribunal Supremo, encabezada por el magistrado Marchena se 

encargó de instruir y juzgar la causa, bajo la rúbrica “Caso Especial 20907/2017”, que finalizó 

con la STS 459/2019”2, que condenaba a doce de los procesados por delitos de sedición, . En 

la primera condena cuatro de ellos fueron procesados en concurso medial con un delito de 

malversación de fondos públicos -Oriol Junqueras, Raúl Romeva, Jordi Turull y Dolors 

Bassa”. -. En la segunda condena cinco de ellos fueron procesados por un delito de sedición “-

Carme Forcadell, Joaquim Forn, Josep Rull, Jordi Sánchez y Jordi Cuixart-. En la tercera 

condena tres fueron acusados por un delito de desobediencia “-Santiago Vila, Meritxell Borrás 

y Carlex Mundó-. 

Es importante mencionar que, estos dirigentes independentistas fueron beneficiados 

por la medida de gracia que les otorgo el gobierno, concediéndoles un indulto particular en 

contra de lo aconsejado por el Alto Tribunal en el informe previo a esta concesión, trámite que 

requiere la Ley de Indulto en su articulado, que destacó la falta de arrepentimiento que 

presentaban los condenados, al considerar este un requisito indispensable a la hora de otorgar 

un perdón por algo que no ha de ser perdonado. 

 

1.2. Objetivos 

1.2.1. Objetivo general 

Analizar la figura jurídica de la Ley de Amnistía, valorando su naturaleza, las 

implicaciones para el Estado de Derecho y la separación de poderes, así como su 

incompatibilidad con el marco constitucional vigente. 

La falta de análisis y de estudio sobre esta medida de gracia hace que sea 

especialmente difícil argumentar jurídicamente el encaje de la amnistía en la Constitución. Ya 

que resulta especialmente complejo definir el lugar que ocupa la amnistía en nuestro 

ordenamiento jurídico, cuando ni siquiera se contempla en él. 

 

2Administración de Justicia. «Tribunal Supremo. Sala de lo Penal. Sentencia 459/2019.» 14 de octubre de 2019. 

https://www.poderjudicial.es/stfls/TRIBUNAL%20SUPREMO/DOCUMENTOS%20DE%20INTER%C3%89

S/Sentencia%20459_2019.pdf (último acceso: 29 de septiembre de 2024), p.488. 

 

https://www.poderjudicial.es/stfls/TRIBUNAL%20SUPREMO/DOCUMENTOS%20DE%20INTER%C3%89S/Sentencia%20459_2019.pdf
https://www.poderjudicial.es/stfls/TRIBUNAL%20SUPREMO/DOCUMENTOS%20DE%20INTER%C3%89S/Sentencia%20459_2019.pdf
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 La diversidad de opiniones al respecto, la polémica suscitada en torno a la amnistía, 

así como la escasez de los medios materiales aportados por nuestro sistema de leyes y 

jurisprudencia, hacen que este trabajo centre su objetivo en analizar si la Ley de Amnistía 

cumple con lo que dispone la Carta Magna o no. 

Para ello, se procederá al estudio de la información acerca del derecho de gracia que 

nos ofrece nuestro ordenamiento jurídico, se realizará un recorrido histórico acerca de esta 

potestad, se analizará la amnistía desde el derecho europeo, ya que nuestra Constitución le 

otorga primacía y eficacia directa respecto del derecho nacional, así como se expondrán las 

diferentes perspectivas y argumentos que sostiene una doctrina completamente dividida ante 

esta cuestión.  Contando con la ley ya en vigor, se analizará también su articulado, naturaleza 

y tramitación, con el fin de otorgar algo de luz a una figura que ocupa en la actualidad todo 

debate. 

 

1.2.2. Objetivos específicos 

- Estudiar la naturaleza jurídica de la Ley de Amnistía, su evolución histórica y su impacto 

en el ordenamiento legal español. 

- Evaluar cómo la aplicación de la Ley de Amnistía puede vulnerar el Estado de Derecho y 

afectar la independencia y separación de poderes. 

- Analizar la falta de coherencia entre la Ley de Amnistía y la Constitución Española, 

argumentando su incompatibilidad dentro del actual marco constitucional. 

 

CAPÍTULO II. MARCO TEÓRICO 

2.1. El derecho de gracia 

El artículo 62, literal i, de la Constitución Española, dice que corresponde al Rey: 

“ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales”3. 

En este contexto, “se utiliza el término gracia como expresión de un género en el que se 

 

3  BOE-A-1978-31229. «Constitución Española.» BOE-Legislación Consolidada. 29 de diciembre de 1978. 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1978/BOE-A-1978-31229-consolidado.pdf (último acceso: 29 de septiembre de 

2024). Artículo 62, literal i, explica que: “ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá 

autorizar indultos generales” p.14. 

 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1978/BOE-A-1978-31229-consolidado.pdf
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incluyen varias especies”4. Estas serían el indulto particular, el indulto general y la amnistía. 

“El indulto general se encuentra explícitamente en el artículo 62 anteriormente mencionado, 

mientras que la Carta Magna no hace referencia a las otras dos manifestaciones del derecho de 

gracia”5.   

En este contexto, la interpretación de las medidas de gracia son actos excepcionales 

mediante los cuales se perdona total o parcialmente la pena impuesta a una persona 

condenada, sin que ello elimine la responsabilidad del delito cometido. El autor plantea 

algunos elementos comunes y diferencias entre la amnistía y el indulto que “forman parte de 

una misma categoría: el derecho de gracia. La doctrina mayoritaria defiende que ambas 

instituciones son dos especies que pertenecen al mismo género de las medidas de gracia”6 En 

otras palabras, son expresiones de la clementia principis, que explica como el Estado perdona 

delitos e infracciones penales. 

 Estas medidas son una manifestación del poder ejecutivo, pero deben regirse por lo 

dispuesto en la ley y aplicarse de manera individual y excepcional, como ocurre con el 

indulto. Su propósito es corregir situaciones en las que la aplicación estricta de la justicia 

pueda resultar desproporcionada o injusta en ciertos casos. 

La Constitución Española7 prohíbe los indultos generales para evitar que estas medidas 

se utilicen de manera indiscriminada, lo que de alguna manera socava la igualdad ante la ley y 

el principio de seguridad jurídica. Por tanto, estas medidas se interpretan como una 

herramienta que tiene la capacidad de equilibrar la justicia y el perdón, pero siempre bajo 

estrictos controles legales y no como una forma de evadir la aplicación de las leyes de manera 

sistemática. Sin embargo, se puede establecer como el punto de partida acerca del debate 

doctrinal, ya que está no muestra una opinión unánime al respecto. 

Un sector doctrinal (el mayoritario) defiende que tanto el indulto como la amnistía han 

de considerarse expresiones de la “clementia principis al ser entendida como la facultad del 

 

4  Requejo Pagés, Juan Luis. «Amnistía e indulto en el constitucionalismo histórico español.» Historia 

Constitucional (revista electrónica), nº 2 (2001): p.81. 
5 Ídem. BOE-A-1978-31229. p.14. 
6  Ruiz Bursón, Francisco Javier. «¿Es constitucional una ley de amnistía? Estado actual de la cuestión: 

argumentos a favor y en contra.» Corts. Anuari de Dret Parlamentari, 2023: (37), p. 87-88. 
7  BOE-A-1978-31229. «Constitución Española.» BOE-Legislación Consolidada. 29 de diciembre de 1978. 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1978/BOE-A-1978-31229-consolidado.pdf (último acceso: 29 de septiembre de 

2024). 
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https://www.boe.es/buscar/pdf/1978/BOE-A-1978-31229-consolidado.pdf
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Estado para perdonar delitos e infracciones penales” 8 .  La idea toma como argumento 

principal el derecho constitucional comparado, ya que, en países vecinos como Portugal, 

Italia, Francia o Grecia, la amnistía y el indulto han sido siempre encuadrados dentro de un 

mismo articulado. Mención especial debe realizarse respecto a nuestra legislación, ya que “el 

artículo 666, literal 4 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal regula ambas figuras sin 

distinción, pero no se debe perder de vista el hecho de que se trata de una Ley del año 1882”9, 

en la que España no contaba con la misma Constitución que en día, ni el régimen jurídico 

podía considerarse similar.  

El argumento finaliza con, “la Sentencia del Tribunal Constitucional (STC) 147/1986, 

de 25 de noviembre, que establece que la amnistía constituye una medida de gracia, aunque 

distinta al indulto”10. Mientras que el indulto afecta únicamente a las penas impuestas, la 

amnistía tiene un efecto más amplio, ya que no solo extingue la pena, sino que también 

cualquier antecedente penal y responsabilidad derivada del mismo delito. En ese sentido, el 

Tribunal subrayó que, aunque ambas figuras comparten la misma naturaleza de ser medidas 

de perdón otorgadas por el Estado, la amnistía va más allá del indulto, afectando tanto la 

condena como la culpabilidad misma y devolviendo al beneficiado la situación previa a la 

comisión del delito, como si este nunca hubiera existido. 

Existe por otro lado, un sector doctrinal que lleva a cabo una interpretación mucho 

más restrictiva del derecho de gracia11, la cual dejaría fuera de estas medias a la amnistía, y se 

 

8 Ramos Tapia, Inmaculada, y Agustín Ruiz Robledo. «¿Se olvidó la Constitución de la amnistía?» Diario La Ley 

Sección Tribuna, nº 10345 (septiembre 2023). 

 
9 BOE-A-1882-6036. «Real Decreto de 14 de septiembre de 1882 por el que se aprueba la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal.» BOE-Legislación Consolidada. 14 de septiembre de 1882. 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1882/BOE-A-1882-6036-consolidado.pdf  (último acceso: 29 de septiembre de 

2024). Título II. De los artículos de previo pronunciamiento. Artículo 666. Serán tan sólo objeto de artículos de 

previo pronunciamiento las cuestiones o excepciones siguientes: 1.ª La de declinatoria de jurisdicción. 2.ª La 

de cosa juzgada. 3.ª La de prescripción del delito. 4.ª La de amnistía o indulto. 5.ª La falta de autorización 

administrativa para procesar en los casos en que sea necesaria, con arreglo a la Constitución y a Leyes 

especiales. p.140. 

 
10 ECLI:ES:TC: 1986:147. Sentencia 147/1986, de 25 de noviembre (BOE núm. 295, de 10 de diciembre de 

1986). 25 de noviembre de 1986. https://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/710 (último 

acceso: 29 de septiembre de 2024). 

 
11  Requejo Pagés, Juan Luis. «Amnistía e indulto en el constitucionalismo histórico español.» Historia 

Constitucional (revista electrónica), nº 2 (2001): 81-106. —. «La amnistía no es inconstitucional, pero no todo 

lo constitucional es aceptable en política.» elDiario.es, 27 de agosto de 2023. Ridao, José María. «Razones 

para una amnistía.» elDiario.es, 30 de agosto de 2023. 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1882/BOE-A-1882-6036-consolidado.pdf
https://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/710
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basan en las diferencias sustanciales que aprecian entre ambas. Para estos juristas, la potestad 

de gracia no es más que un arcaico vestigio procedente de las funciones del monarca absoluto, 

“actualmente integrada dentro del poder ejecutivo, mientras que la amnistía residenciada en el 

legislativo, reviste su singularidad en la producción de efectos derogatorios con carácter 

retrospectivo respecto de la normativa anterior”12. 

 

2.2. La amnistía como figura jurídica 

La amnistía como figura jurídica ha generado un intenso debate en varios autores en 

torno a su constitucionalidad, especialmente cuando se analiza su impacto sobre los principios 

del Estado de Derecho. Los argumentos en contra de la amnistía, aunque relevantes, no son 

determinantes frente a la amplia discrecionalidad que posee el legislador en una democracia 

representativa13.  

Sin embargo, es preferible ser cauto al emitir un juicio sobre este tema, dado el 

profundo desacuerdo que se ha generado, tanto entre los juristas como en la sociedad 

española, debido a que la falta de consenso es evidente, y el clima actual está marcado por una 

tensión que ha llevado a una crisis de legitimidad. No obstante, la interacción en este debate 

surge únicamente de la esperanza de que se pueda restaurar la unidad constitucional. Si bien, 

el contexto polarizado en el que nos encontramos dificulta la posibilidad de realizar una 

interpretación adecuada de las normas desde una perspectiva puramente constitucional. El 

autor expone que el “intenso enfrentamiento político no estimo sea la constitucionalidad […], 

sino la oportunidad de una decisión controvertida, así como la […] voluntad […] de sustituir 

al Gobierno y romper el acuerdo de investidura, […]. Me parece que las críticas políticas son 

más sólidas que las de carácter jurídico”14. 

Como se puede observar, la amnistía tiende a favorecer a un grupo específico de 

personas, eximiéndolas de responsabilidad penal por delitos cometidos antes de una fecha 

 

12  Ruiz Bursón, Francisco Javier. «¿Es constitucional una ley de amnistía? Estado actual de la cuestión: 

argumentos a favor y en contra.» Corts. Anuari de Dret Parlamentari, 2023: (37), p. 87-88. 

 
13 García Roca, Javier. «La amnistía en la Constitución: los constitucionalistas divididos.» Revista Española de 

Derecho Constitucional, 2024: (131), 13-47. doi: https://doi.org/10.18042/cepc/redc.131.01 

 
14 García Roca, Javier. «La amnistía en la Constitución: los constitucionalistas divididos.» Revista Española de 

Derecho Constitucional, 2024: (131), 13-47. DOI: https://doi.org/10.18042/cepc/redc.131.01 
Con formato: Bibliografía, Sangría: Antes:  0 cm, Sangría
francesa:  0,25 cm

https://doi.org/10.18042/cepc/redc.131.01
https://doi.org/10.18042/cepc/redc.131.01
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determinada. Esto entra en un serio conflicto con el principio de igualdad ante la ley, 

consagrado en el “artículo 14 de la Constitución Española, que expresa lo siguiente: “todos 

los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por 

razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia 

personal o social”15. La amnistía, al aplicar una especie de indulto o “perdón colectivo”, 

introduce una desigualdad injustificada, por el Poder Ejecutivo, ya que “otorga inmunidad a 

ciertos individuos o grupos en detrimento de los derechos de las víctimas, quienes ven 

truncadas sus oportunidades de justicia y reparación”16. 

La amnistía lleva implícita un reproche al contexto que produce la sanción y el 

establecimiento de la pena.17Al perdonar delitos de manera masiva, se rompe con la idea de 

que las normas jurídicas son universales e imparciales, socavando la confianza pública en la 

justicia y en la seguridad jurídica. Esto crea la percepción de impunidad y puede generar una 

crisis de legitimidad en las instituciones, ya que los responsables de delitos, en lugar de ser 

sancionados conforme a la ley, quedan exentos de responsabilidad. 

Por otro lado, la separación de poderes, recogida en la Constitución Española, “en el 

Título VI. Del Poder Judicial, Artículo 117, literal 2, sostiene que los Jueces y Magistrados no 

podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por alguna de las causas y 

con las garantías previstas en la ley”18. Lo que establece que la “potestad jurisdiccional reside 

en los jueces y tribunales”. Al implementar una amnistía, se anulan las decisiones judiciales 

sobre casos concretos, lo que supone una injerencia del poder legislativo o ejecutivo en el 

ámbito del poder judicial. De hecho, se supone que la amnistía puede alterar el equilibrio 

 

15 BOE-A-1978-31229. «Constitución Española.» BOE-Legislación Consolidada. 29 de diciembre de 1978. 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1978/BOE-A-1978-31229-consolidado.pdf (último acceso: 29 de septiembre de 

2024). Capítulo Segundo. Derechos y libertades. Artículo 14. “Los españoles son iguales ante la ley, sin que 

pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier 

otra condición o circunstancia personal o social”. p.5. 
16 Chávez Molina, Juan. «Estudio sobre la Ley de Amnistía y su ley interpretativa.» Themis, 1995: 121-135. 

https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/5109763.pdf 
17 Rebollo Delgado, Lucrecio. 2024. «La inconstitucionalidad de la Ley Orgánica 1/2024 de Amnistía». Revista 

de Derecho Político, n.º 120 (julio):85-116. https://doi.org/10.5944/rdp.120.2024.41763. 
18 BOE-A-1978-31229. «Constitución Española.» BOE-Legislación Consolidada. 29 de diciembre de 1978. 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1978/BOE-A-1978-31229-consolidado.pdf (último acceso: 29 de septiembre de 

2024). Título VI. Del Poder Judicial. Artículo 117, literal 2. “Los Jueces y Magistrados no podrán ser 

separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por alguna de las causas y con las garantías previstas 

en la ley.”. p.24. 
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entre los tres poderes del Estado, atenuando el sistema de intervención y contrapesos que 

garantiza el funcionamiento democrático y la imparcialidad de la justicia. 

La amnistía puede suponer una vulneración de los derechos fundamentales de las 

víctimas, en particular, el derecho a la justicia y a una reparación efectiva. En el fallo de la 

“Sentencia 15/2022, de 8 de febrero, del Tribunal Constitucional”19, se aborda la vulneración 

del derecho de los diputados recurrentes a ejercer sus “funciones representativas conforme a 

lo establecido en el artículo 23.2 de la Constitución Española, que manifiesta asimismo, 

tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los 

requisitos que señalen las leyes”20, que está vinculado con el derecho de los ciudadanos a 

participar en los asuntos públicos a través de sus representantes, “en el artículo 23.1, que 

específica que los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, 

directamente o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por 

sufragio universal”21.  

El Tribunal estima que “el recurso de amparo interpuesto por los diputados del grupo 

parlamentario de Ciutadans del Parlamento de Cataluña, y declara la nulidad de los acuerdos 

de la Mesa del Parlamento catalán que habían calificado y admitido a trámite resoluciones” 

relacionadas con la autodeterminación, la amnistía y los derechos civiles y políticos. En 

esencia, el Tribunal Constitucional reconoce que los acuerdos vulneraron los derechos de los 

recurrentes al no cumplir con los requisitos legales para el ejercicio de sus funciones 

parlamentarias, y ordena restituir dichos derechos mediante la anulación de los acuerdos del 

Parlamento catalán que permitieron el trámite de las propuestas de resolución. 

 

 

19 ECLI:ES:TC: 2022:15. Sentencia 15/2022, de 8 de febrero. (BOE núm. 59, de 10 de marzo de 2022). 8 de 

febrero de 2022. https://hj.tribunalconstitucional.es/es-

ES/Resolucion/Show/27898#complete_resolucion&completa (último acceso: 29 de septiembre de 2024). 

 
20 Idem. BOE-A-1978-31229. Artículo 23, literal 2. “Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de 

igualdad a las funciones y cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes”. p.7. 

 
21 BOE-A-1978-31229. «Constitución Española.» BOE-Legislación Consolidada. 29 de diciembre de 1978. 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1978/BOE-A-1978-31229-consolidado.pdf (último acceso: 29 de septiembre de 

2024). Artículo 23, literal 1. “Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, 

directamente o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio 

universal”. p.7. 

 

https://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/27898#complete_resolucion&completa
https://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/27898#complete_resolucion&completa
https://www.boe.es/buscar/pdf/1978/BOE-A-1978-31229-consolidado.pdf
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2.3. El indulto y su diferencia con la amnistía. 

El indulto “es una medida de gracia otorgada por el Poder Ejecutivo que consiste en el 

perdón total o parcial de las penas judicialmente impuestas a un condenado. Es acto de 

indulgencia. Es atribución del Poder Ejecutivo”22, sin afectar la culpabilidad o el delito en sí. 

A pesar de su utilidad en situaciones excepcionales, el indulto ha sido objeto de críticas desde 

la perspectiva constitucional. 

El indulto, al ser otorgado por el Poder Ejecutivo o el Gobierno, se interpreta como 

una intervención en la función del poder judicial. Según, “el Título VI. Del Poder Judicial, el 

artículo 117, literal 3 de la Constitución Española garantiza que la potestad de juzgar y 

ejecutar lo juzgado reside exclusivamente en los tribunales”, es decir, “el ejercicio de la 

potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, 

corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las 

normas de competencia y procedimiento que las mismas establezcan”23. Cuando el Gobierno 

concede un indulto, se podría ver como una corrección de decisiones judiciales firmes, lo que 

supone una tensión con la independencia del poder judicial. 

Aunque la Ley de Indulto de 187024 establece que el indulto debe justificarse y no 

puede vulnerar la justicia, no existe un control judicial fuerte sobre los motivos para 

concederlo. Los tribunales pueden revisar ciertos aspectos formales del indulto, pero no la 

oportunidad o conveniencia política de la medida, lo que deja espacio para arbitrariedades o 

usos políticos del indulto, lo cual puede ser inconstitucional si se concede sin atender a 

criterios de justicia. Aunque tanto el indulto como la amnistía son medidas de gracia, existen 

importantes diferencias jurídicas y prácticas entre ambas. 

 

 

22 Chávez Molina, Juan. «Estudio sobre la Ley de Amnistía y su ley interpretativa.» Themis, 1995: p.124. 

https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/5109763.pdf 

 
23 Idem. BOE-A-1978-31229. Título VI. Del Poder Judicial. Artículo 117, literal 3. “El ejercicio de la potestad 

jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente 

a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de competencia y procedimiento que 

las mismas establezcan”. p.24. 

 
24  BOE-A-1870-4759. «Ley de 18 de junio de 1870 estableciendo reglas para el ejercicio de la gracia de 

indulto.» 18 de junio de 1870. https://www.boe.es/buscar/doc.p?id=BOE-A-1870-4759 (último acceso: 29 de 

septiembre de 2024). 
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Tabla 1. Diferencias jurídicas y prácticas entre el indulto y la amnistía 

 Indulto Amnistía 

E
fe

ct
o

 s
o

b
re

 e
l 

d
el

it
o

 y
 

la
 p

en
a
 

El indulto afecta únicamente a la 

pena, pero no borra el delito ni la 

condena. El indultado sigue siendo 

considerado culpable, aunque se le 

perdone total o parcialmente la 

pena (Artículo 62, literal i de la 

Constitución Española y Ley de 

Indulto de 1870). 

La amnistía, por el contrario, elimina tanto 

el delito como la pena. Se considera que 

los hechos nunca ocurrieron desde un 

punto de vista penal, y las personas 

amnistiadas son exoneradas 

completamente de toda responsabilidad, 

eliminándose incluso los antecedentes 

penales. 

 

N
a

tu
ra

le
za

 

in
d

iv
id

u
a

l 
o

 

co
le

ct
iv

a
 

El indulto es una medida 

individual; se concede a una 

persona concreta tras un proceso 

judicial en el que se ha determinado 

su culpabilidad y su condena 

(Artículo 62, literal i de la 

Constitución Española y Ley de 

Indulto de 1870). 

La amnistía, en cambio, es colectiva y 

afecta a una categoría amplia de personas. 

Se aplica a hechos cometidos en un 

período específico o bajo circunstancias 

determinadas, normalmente en un contexto 

político o social excepcional. 

M
o
m

en
to

 e
n

 q
u

e 

se
 o

to
rg

a
n

 

El indulto se concede después de 

que exista una condena firme, por 

lo que actúa exclusivamente sobre 

personas ya juzgadas y condenadas 

(Artículo 62, literal i de la 

Constitución Española y Ley de 

Indulto de 1870). 

La amnistía puede concederse tanto antes 

como después de que se dicte sentencia, y 

puede anular procedimientos en curso. Es 

decir, no solo perdona a los ya 

condenados, sino que también evita que 

continúe el proceso judicial para los 

implicados. 

F
in

a
li

d
a
d

 p
o
lí

ti
ca

 o
 

so
ci

a
l 

El indulto suele tener una finalidad 

humanitaria, buscando aliviar 

situaciones personales 

excepcionales (como razones de 

salud o arrepentimiento), o bien 

corregir situaciones en las que el 

castigo impuesto se considere 

desproporcionado (Artículo 62, 

letra i de la Constitución Española 

y Ley de Indulto de 1870). 

La amnistía tiene una finalidad más 

política, aplicándose en contextos de 

transición o reconciliación nacional (por 

ejemplo, después de conflictos o 

regímenes autoritarios), y busca cerrar 

heridas colectivas perdonando delitos 

relacionados con causas políticas o 

sociales. 

Fuente: Elaboración propia. 

 

CAPÍTULO III. AMNISTÍA Y CONSTITUCIÓN 

La Constitución Española, norma fundamental de nuestro ordenamiento jurídico, 

proclama en su artículo 1, que “España se constituye en un Estado social y democrático de 

Con formato: Fuente: Sin Negrita
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Con formato: Fuente: Sin Negrita
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Derecho que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la 

justicia, la igualdad y el pluralismo político”25. El perdón de los delitos y la suspensión de los 

procedimientos judiciales, consecuencias intrínsecas a la concesión de una amnistía, supone 

“anular la función del Poder Judicial recogida en el artículo 117 de la Constitución Española, 

que les otorga exclusividad para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, vulnerando de esta 

manera uno  de los requisitos esenciales del Estado de Derecho”, tal y como ha señalado el 

Consejo General del Poder Judicial en la declaración institucional que realizó el 6 de 

noviembre del 202326. 

 

Es un planteamiento común por parte de los defensores de la amnistía la 

constitucionalidad de esta, al no ser prohibida expresamente por la Constitución española. 

Manuel Aragón, uno de los juristas más reconocidos de este país, entiende que se trata de una 

afirmación errónea, ya que da a entender que las Cortes Generales están legitimadas para 

llevar a cabo todo lo que la Constitución española no les prohíbe 27 . Los ciudadanos se 

encuentran sujetos al principio de libertad, lo cual implica tienen permitido hacer todo aquello 

que la ley no les prohíbe expresamente; sin embargo, los poderes públicos están sometidos a 

otro tipo de sujeción jurídica, lo que significa que sólo pueden realizar aquello que la ley y la 

Constitución les autoriza. 

La división de poderes protegida por mandato constitucional es sin duda la pieza clave 

a la hora de desmentir que una amnistía sea constitucional en el marco actual. Como ya 

hemos mencionado anteriormente, el art.117 CE les otorga la competencia exclusiva para 

juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. Las Cortes no pueden arrebatar esta función al Poder 

Judicial. 

 

25 BOE-A-1978-31229. «Constitución Española.» BOE-Legislación Consolidada. 29 de diciembre de 1978. 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1978/BOE-A-1978-31229-consolidado.pdf (último acceso: 29 de septiembre de 

2024). Artículo 1, literal 1. “España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho coma que 

propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el 

pluralismo político”. p.3. 

 
26 Consejo General del Poder Judicial. «Informe sobre la proposición de Ley Orgánica de Amnistía para la 

normalización institucional, política y social en Cataluña.» 2024. 

 
27 Aragón., Manuel. «La Constitución no permite la amnistía.» El Mundo., 29 de agosto de 2023. 

 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1978/BOE-A-1978-31229-consolidado.pdf
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La amnistía vulnera también el art.14 CE, que establece que: “Los españoles son 

iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, 

raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.” 

Conceder de manera arbitraria la amnistía a un grupo determinado de personas por una 

conducta tipificada como delito para el resto los posiciona en una posición de privilegio 

respecto al pueblo español, provocando una ruptura con la tutela judicial efectiva del art.24 

CE, al quedar las victimas de los actos que se amnistían desprotegidos judicialmente. 

Manuel Aragón, además de las razones jurídicas que comparten todos los juristas 

contrarios a la LO 1/2024, va más allá y esgrime las razones políticas que no deben dejarse de 

analizarse. Para el autor, la amnistía degrada completamente la imagen de la CE y del Estado 

de Derecho español. Esto se debe a que otorgar la amnistía implicaría reconocer que “el 

proceso de secesión que tuvo lugar en Cataluña fue justo, e injusto el derecho que lo 

reprimió.”28 Como sucedió en la Transición, la amnistía solo tiene cabida frente a un Derecho 

injusto, lo que no sucede en el orden jurídico-político español. Además, el único que tiene 

autoridad para declarar un derecho como injusto, es el Tribunal Constitucional.  

En la misma línea se pronuncia también Lucrecio Rebollo Delgado, quien entiende 

que admitir una amnistía en un Estado de Derecho como es España, plantea la posibilidad que 

no exista un verdadero Estado de Derecho.29 Para el jurista,  reconocer esta figura jurídica  

supone la ruptura total del Estado de Derecho, ya que viene a significar que todas las 

actuaciones del Poder Judicial fueron erróneas y deslegitima en su totalidad tanto la 

aplicación del art.155 CE y el beneplácito que la medida obtuvo del TC (Constitucional 

2019)30, así como  la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, principales 

afectados  por las protestas que tuvieron lugar en Cataluña..31 

 

 

28 Op.cit, 
29 Rebollo Delgado, L. (2024). La inconstitucionalidad de la Ley Orgánica 1/2024 de Amnistía. Revista de 

Derecho Político, (120), 85–116. https://doi.org/10.5944/rdp.120.2024.41763  
30Tribunal Constitucional. Nota informativa.Nº 89/2019. «El Pleno del TC avala por unanimidad la aplicación 

del Art.155 en Cataluña que permite al Estado la limitación de la autonomía en circunstancias extraordinarias.» 

2019. https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2019_ 
31 Recio, E. (2023, noviembre 14). Ángel, Iván y los otros 132 policías heridos por el “procés”: agentes 

jubilados, con secuelas. The Objective Media SL. https://theobjective.com/espana/2023-11-14/policias-heridos-

proces-secuelas/  

https://go.vlex.com/vid/1038864037?fbt=webapp_preview&addon_version=6.9
https://doi.org/10.5944/rdp.120.2024.41763
https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2019_
https://theobjective.com/espana/2023-11-14/policias-heridos-proces-secuelas/
https://theobjective.com/espana/2023-11-14/policias-heridos-proces-secuelas/
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El art. 9.3 de la CE garantiza la interdicción de la arbitrariedad de los poderes 

públicos, otro precepto constitucional vulnerado por la LO 1/2024. Una actuación arbitraria 

supone actuar de manera contraria a la justicia, a la razón o a las leyes y que obedece al mero 

capricho o voluntad del agente público.32  En el texto legal al que hacemos referencia, se ve 

plasmada en su Exposición de Motivos. Como desarrollaremos más tarde, se hace alusión a 

un “interés general” que poco o nada tiene que ver con la realidad: ni la ciudadanía ha pedido 

una amnistía, ni ninguna  asociación o agrupación del Estado, ya sean jueces y fiscales, 

notarios, inspectores de Hacienda o abogados, la ha apoyado, al contrario, cada uno de estos 

gremios que hemos mencionado anteriormente han manifestado su desacuerdo con la medida. 

3.1. Análisis de Caso: LO 1/2024, de 10 junio, de amnistía para la normalización 

constitucional, política y social en Cataluña 

Vamos a estudiar la exposición de motivos que la justifica, así como el articulado que 

la compone. Es reseñable cuanto menos, el hecho de que la ley sea más extensa en su 

motivación que en su desarrollo. 

El ámbito objetivo que recoge la ley es extremadamente amplio, previéndose en el 

artículo 1 (con exclusiones en el artículo 2) donde utiliza una terminología poco concisa y 

bastante abstracta como la afirmación “en cualquier otro acto tipificado como delito que 

tuviera idéntica finalidad”33.   

En lo referente al ámbito temporal de aplicación de la norma, se incluyen aquellos 

actos cuya realización se hubiese iniciado antes del 13 de noviembre de 2023 y cuya 

ejecución finalizase con posterioridad a la fecha34,; es decir, cualquier delito cometido en el 

futuro para lograr pro futuro la independencia de Cataluña podrá ser amnistiado. Es una 

amnistía sin un marco temporal expreso, lo que permite observar la desigualdad jurídica que 

 

32 Op.cit, 
33 BOE-A-2024-11776. Ley Orgánica 1/2024, de 10 de junio, de amnistía para la normalización institucional, 

política y social en Cataluña. 11 de junio de 2024. https://www.boe.es/buscar/act.p?id=BOE-A-2024-11776 

(último acceso: 29 de septiembre de 2024). 

 
34 Ídem. BOE-A-2024-11776. Título I. Ámbito objetivo y exclusiones. Artículo1. Ámbito objetivo. Literal 1. 

Quedan amnistiados los siguientes actos determinantes de responsabilidad penal, administrativa o contable, 

ejecutados en el marco de las consultas celebradas en Cataluña el 9 de noviembre de 2014 y el 1 de octubre de 

2017, de su preparación o de sus consecuencias, siempre que hubieren sido realizados entre los días 1 de 

noviembre de 2011 y 13 de noviembre de 2023, así como las siguientes acciones ejecutadas entre estas fechas 

en el contexto del denominado proceso independentista catalán, aunque no se encuentren relacionadas con las 

referidas consultas o hayan sido realizadas con posterioridad a su respectiva celebración. p.11. 

 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2024-11776
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entraña la amnistía y su resultado incompatible con el carácter de ley excepcional bajo el que 

pretende ampararse. 

Se amnistían también los delitos económicos, como la malversación de caudales 

públicos, si bien únicamente cuando estén dirigidos a financiar sufragar o facilitar la 

realización de cualquier acto cometido con la intención de reivindicar promover o procurar la 

secesión Independencia de Cataluña35. 

El Titulo II de la LO 1/2024 comprende los efectos de esta, quedando resumidos en su 

artículo 3 que establece que “la amnistía declarada en virtud de la presente ley produce la 

extinción de la responsabilidad penal, administrativa o contable, en los términos previstos en 

este título”36. 

Preocupa especialmente a los juristas la previsión que realiza el artículo 437, que dicta 

las indicaciones que ha de seguir el órgano judicial a la hora de aplicar la norma, lo que 

supone una completa injerencia en la función judicial y violentando la división de poderes, al 

imponer al órgano judicial que está conociendo de la causa la aplicación automática e 

inmediata de los efectos, pudiendo ser contrarios tanto a la Constitución como al Derecho 

Europeo.  Reviste esta cuestión especial importancia, aunque el Tribunal Constitucional 

pudiera resolver favorablemente la cuestión de inconstitucionalidad que probablemente sea 

presentada por jueces y tribunales. En la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, Capítulo 

III. De la cuestión de inconstitucionalidad promovido por Jueces o Tribunales, el artículo 35, 

 

35 Ídem. BOE-A-2024-11776. Título I. Ámbito objetivo y exclusiones. Artículo1. Ámbito objetivo. Literal a. 

“Los actos cometidos con la intención de reivindicar, promover o procurar la secesión o independencia de 

Cataluña, así como los que hubieran contribuido a la consecución de tales propósitos. En todo caso, se 

entenderán comprendidos en este supuesto los actos tipificados como delitos de usurpación de funciones 

públicas o de malversación, únicamente cuando estén dirigidos a financiar, sufragar o facilitar la realización de 

cualesquiera de las conductas descritas en el primer párrafo de esta letra, directamente o a través de cualquier 

entidad pública o privada, siempre que no haya existido propósito de enriquecimiento, así como cualquier otro 

acto tipificado como delito que tuviere idéntica finalidad”. p.11. 

 
36 BOE-A-2024-11776. Ley Orgánica 1/2024, de 10 de junio, de amnistía para la normalización institucional, 

política y social en Cataluña. 11 de junio de 2024. https://www.boe.es/buscar/act.p?id=BOE-A-2024-11776 

(último acceso: 29 de septiembre de 2024). Título II. Efectos. Artículo3. Extinción de la responsabilidad penal, 

administrativa o contable, “la amnistía declarada en virtud de la presente ley produce la extinción de la 

responsabilidad penal, administrativa o contable, en los términos previstos en este título”. 

 
37 Ídem. BOE-A-2024-11776. Título II. Efectos. Artículo4. Efectos sobre la responsabilidad penal, literal a, “el 

órgano judicial que esté conociendo de la causa ordenará la inmediata puesta en libertad de las personas 

beneficiarias de la amnistía que se hallaran en prisión ya sea por haberse decretado su prisión provisional o en 

cumplimiento de condena”. 

 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2024-11776
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literal 2, establece que “Dos. El órgano judicial sólo podrá plantear la cuestión una vez 

concluso el procedimiento y dentro del plazo para dictar sentencia, debiendo concretar la Ley 

o norma con fuerza de Ley cuya constitucionalidad se cuestiona”  

Dado que existen encausados prófugos y ni siquiera se ha podido iniciar el proceso 

judicial, como ocurre con Carles Puigdemont, el juez no tendría opción de plantear la 

cuestión. Los artículos 9 a 16 regulan la competencia y el procedimiento. El artículo 10 

“prevé que la aplicación de la amnistía se tramite con carácter preferente y urgente, debiendo 

adaptarse a las decisiones en el plazo máximo de 2 meses, sin perjuicio de ulteriores recursos 

que según se indica no tendrán ningún tipo de efecto suspensivo”. 

 

3.2. La LO 1/2024 como ley orgánica 

La Ley Orgánica 1/2024, de 10 de junio, de amnistía para la normalización 

institucional, política y social en Cataluña38 fue presentada como ley orgánica, es decir, como 

norma que regula materias constitucionalmente reservadas a la misma, siendo estas las 

relativas a los derechos fundamentales y  las libertades públicas, las que aprueban los 

estatutos de autonomía y el régimen electoral general, así como las demás previstas en la 

Constitución.  

La consideración que se le ha dado a esta norma ha sido debatida por juristas, alegando 

principalmente que la amnistía, al no encontrarse en la Constitución española no puede ser 

objeto de una ley orgánica. Guerrero Vázquez (2024) se muestra de acuerdo con la naturaleza 

orgánica de la LO 1/2024 al producir una derogación singular del Código Penal, entendiendo 

que la naturaleza solo puede ser la misma 39 , pero matiza la cuestión añadiendo que el 

legislador justifica la naturaleza orgánica de la ley en su “afección” a derechos fundamentales 

(último párrafo del apartado VI del preámbulo). Y el derecho afectado no puede ser otro que 

el artículo 24, atendiendo a la condición de ley singular que los proponentes consideraron que 

tenía la iniciativa, y las leyes singulares hasta el momento no han tenido la consideración de 

 

38 BOE-A-2024-11776. Ley Orgánica 1/2024, de 10 de junio, de amnistía para la normalización institucional, 

política y social en Cataluña. 11 de junio de 2024. https://www.boe.es/buscar/act.p?id=BOE-A-2024-11776 

(último acceso: 29 de septiembre de 2024). 

 
39 Guerrero Vázquez, Pablo. «La amnistía del procés y su controvertido encaje en la Constitución.» Revista 

Española de Derecho Constitucional, 2024: 131,121-145. 

 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2024-11776
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orgánicas; y la única ley singular por los recurrentes, y rechazada como tal por “el Tribunal 

Constitucional ha sido la Ley Orgánica 6 /2002, de Partidos Políticos, en la STC 48/2003, de 

12 de marzo”40.  

Aguado Renedo, por su parte, considera que la naturaleza de ley que más adecuada es 

respecto a la naturaleza de la LO 1/2024 es la de las leyes de armonización, reguladas en el 

artículo 150, literal 3 de la Constitución Española41, siempre y cuando variase el objeto de la 

ley, ya que al requerir como el propio articulado indica la mayoría absoluta de cada Cámara se 

ajusta mucho mejor al interés general que demanda. Además, el jurista reitera que aunque se 

obtuviese la mayoría requerida por la Constitución Española, si una parte de ellas se opusiese 

rotundamente sería inviable defender su constitucionalidad42. 

Opiniones doctrinales aparte, la jurisprudencia del Alto Tribunal ha sido tajante hasta 

la fecha, ya que las leyes singulares no pueden vulnerar de manera autónoma el artículo 24 de 

la Constitución Española, sino que esta vulneración ha de ser fruto de una desigualdad 

arbitraria43 “o cuando se sucede una injerencia desproporcionada en la competencia exclusiva 

que la Lex Legum otorga a los jueces y tribunales para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado a 

tenor de lo dispuesto en su artículo 117, literal 3”44. Resulta paradójico entonces que “el 

preámbulo de la ley no sólo afecta al artículo 24 de la Constitución Española, sino que 

además lo hace con tal intensidad que exige dotar a la ley de una naturaleza orgánica”45. 

 

 

40 BOE-A-2002-12756. «Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos.» 28 de junio de 2002. 

https://www.boe.es/buscar/doc.p?id=BOE-A-2002-12756 (último acceso: 29 de septiembre de 2024). 

 
41  BOE-A-1978-31229. «Constitución Española.» BOE-Legislación Consolidada. 29 de diciembre de 1978. 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1978/BOE-A-1978-31229-consolidado.pdf (último acceso: 29 de septiembre de 

2024). Artículo 150, literal 3. “El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para 

armonizar las disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas 

a la competencia de éstas, cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las Cortes Generales, por 

mayoría absoluta de cada Cámara, la apreciación de esta necesidad”. p.32. 

 
42  Aguado Renedo, César. «La amnistía en el sistema español: cuestión de interpretación y de control 

constitucional.» Revista Española de Derecho Constitucional., nº 131 (2024): p.86. 

 
43 STC 166/1986, de 2 de diciembre, STC 203/20213, de 5 de diciembre y STC 122/2016, de 23 de junio.  

 
44 STC 50/2015, DE 5 DE marzo, o STC 233/2015, de 5 de noviembre. 

 
45 Op.cit. 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2002-12756
https://www.boe.es/buscar/pdf/1978/BOE-A-1978-31229-consolidado.pdf
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3.3. La Ley Orgánica de amnistía para la armonización institucional y social de 

Cataluña y su tramitación en las Cortes 

La Ley Orgánica de amnistía para la armonización institucional y social de Cataluña, 

presenta irregularidades notables, comenzando estas en la propia tramitación del texto legal. 

La “LO 1/2024 fue presentada en las Cortes Generales como una Proposición de Ley por 

parte del PSOE. Sin embargo, al tratarse de una propuesta del Gobierno, ya que no se puede 

negar la involucración de ciertos miembros del Gobierno como es el caso de Félix Bolaños”46, 

quien llegó incluso a reunirse con los independentistas para lograr su apoyo a la investidura 

de Pedro Sánchez a cambio de aprobar la ley; debería haber sido tramitada como proyecto de 

ley, recabando los informes preceptivos de los órganos consultivos –entre ellos, el Consejo de 

Estado como supremo órgano consultivo del Gobierno-. La problemática radica en que al 

tener lugar la presentación antes de la sesión de investidura de Pedro Sánchez (por exigencias 

de JuntsxCat en el acuerdo de Gobierno) 47 , el Ejecutivo se encontraba “en funciones”, 

impidiendo así el normal funcionamiento tal y como indica el artículo 21, de la Ley 50/1997, 

del Gobierno48. 

Las proposiciones de ley han de ser aprobadas por el Pleno de la Cámara, conforme a 

lo que dispone el artículo 126, literal 5 del Reglamento del Congreso49, ser enviadas a la 

comisión correspondiente y abrir el plazo para la presentación de posibles enmiendas. El 

Gobierno no sólo ha errado en la forma de tramitar la ley, sino que, además, a pesar de lo 

 

46 Merino, Juan Carlos. «Bolaños emplaza a Puigdemont al acuerdo: "La Ley de Amnistía no va a dejar a nadie 

fuera".» La Vanguardia, 14 de febrero de 2024.  

 
47  BOE-A-1997-25336. «Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.» 28 de noviembre de 1997. 

https://www.boe.es/buscar/act.p?id=BOE-A-1997-25336 (último acceso: 30 de septiembre de 2024). 

 
48 Ídem. BOE-A-1997-25336. Artículo 21. Literal 5. “El Gobierno en funciones no podrá ejercer las siguientes 

facultades: a) Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado. b) Presentar proyectos de 

ley al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado”. 

 
49 BOE-A-1982-5196. Resolución de 24 de febrero de 1982 por la que se ordena la publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado» del nuevo Reglamento del Congreso de los Diputados. 24 de febrero de 1982. 

https://www.boe.es/buscar/act.p?id=BOE-A-1982-5196 (último acceso: 30 de septiembre de 2024). Artículo 

126. Literal 5. “Acto seguido, el Presidente preguntará si la Cámara toma o no en consideración la 

proposición de ley de que se trate. En caso afirmativo, la Mesa de la Cámara acordará su envío a la Comisión 

competente y la apertura del correspondiente plazo de presentación de enmiendas, sin que, salvo en el 

supuesto del artículo 125, sean admisibles enmiendas de totalidad de devolución. La proposición seguirá el 

trámite previsto para los proyectos de ley, correspondiendo a uno de los proponentes o a un Diputado del 

Grupo autor de la iniciativa la presentación de la misma ante el Pleno”. 
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excepcional de la norma, decidió tramitarla por el procedimiento de urgencia50 que reduce los 

plazos y la posibilidad debate. La Ley Orgánica de la amnistía fue admitida a trámite por la 

mesa del Congreso de los Diputados el 21 de noviembre de 2023, previo informe de la 

Secretaría General del Congreso, que dictaminó que la proposición de ley no carecía de 

defectos formales que impidiesen su calificación como proposición. 

La Plataforma Cívica por la Independencia Judicial se ha pronunciado al respecto51, 

considerando que una ley de este alcance con las repercusiones que conlleva debería haber 

sido tramitada mediante el procedimiento de reforma agravada del artículo 16852 de la Carta 

Magna, entendiendo que afecta a derechos fundamentales como la tutela judicial efectiva y el 

principio de igualdad, así como anula la exclusividad judicial del artículo 117, literal 3. Esta 

misma postura es defendida por José María Pernas Alonso, quien considera que “la Ley de 

Amnistía implica una reforma constitucional al incluir el indulto general proscrito por la 

Constitución”53. 

De todas formas, antes del inicio de la fase de ponencia los letrados de las Cámaras 

podrían haber puesto de manifiesto que realmente la proposición de ley se trataba de una 

reforma constitucional, ya que así lo recoge el acuerdo del 26 de junio de 1989 de las Mesas 

del Congreso y del Senado54 que derogó la resolución conjunta de 1985 que definía las 

 

50 BOE-A-1982-5196. Resolución de 24 de febrero de 1982 por la que se ordena la publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado» del nuevo Reglamento del Congreso de los Diputados. 24 de febrero de 1982. 

https://www.boe.es/buscar/act.p?id=BOE-A-1982-5196 (último acceso: 30 de septiembre de 2024). Artículo 

93. Literal 1 y 2. “1. A petición del Gobierno, de dos Grupos Parlamentarios o de una quinta parte de los 

Diputados, la Mesa del Congreso podrá acordar que un asunto se tramite por procedimiento de urgencia. 2. Si 

el acuerdo se tomará hallándose un trámite en curso, el procedimiento de urgencia se aplicará para los 

trámites siguientes a aquél”. 

 
51 Plataforma Cívica por la Independencia Judical. «Informe sobre la amnistía.» 

https://plataformaindependenciajudicial.es/ 2024. 

  
52  BOE-A-1978-31229. «Constitución Española.» BOE-Legislación Consolidada. 29 de diciembre de 1978. 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1978/BOE-A-1978-31229-consolidado.pdf (último acceso: 29 de septiembre de 

2024). Artículo 168, literal 1, 2 y 3. “1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial 

que afecte al Título preliminar, al Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se procederá 

a la aprobación del principio por mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la disolución inmediata de las 

Cortes. 2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto 

constitucional, que deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras. 3. Aprobada la 

reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación”. p.36. 

 
53 Op.cit. 

 
54 BOE-A-1989-16632. acuerdo del 26 de junio de 1989 de las Mesas del Congreso y del Senado en reunión 

conjunta, por la que se designa el Tribunal que ha de resolver el concurso-oposición para proveer 40 plazas 

 

Código de campo cambiado

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1982-5196
https://plataformaindependenciajudicial.es/
https://www.boe.es/buscar/pdf/1978/BOE-A-1978-31229-consolidado.pdf


Andrea García-Rico Rodríguez 

23 
 

normas sobre el régimen de asesoramiento técnico jurídico de las comisiones parlamentarias. 

Sin embargo, Fernando Galindo Elola-Olaso, nuevo Secretario General del Congreso y 

Letrado Mayor de las Cortes, nombrado el pasado 3 de noviembre de 2023, “emitió un 

informe favorable tramitación de la proposición de ley presentada, Por su parte los letrados de 

las Cortes generales que estaban adscritos a la Comisión de Justicia del Congreso emitieron el 

10 de enero de 2024 un informe en el que cuestionaban diversos aspectos de la iniciativa”. 

 

3.4. La ley de amnistía como ley singular 

La Ley 1/2024, en el apartado V de su preámbulo, afirma que sólo puede incluirse 

dentro del marco de las leyes singulares55. La definición de ley singular se determina por la 

idea de generalidad espacial y temporal. Por ley se entiende toda norma dictada por el 

Parlamento con los caracteres de abstracción, generalidad e indeterminación tanto espacial 

como temporal que impone o regula relaciones que se concretan por actos aplicativos 

singulares. La interpretación de las leyes singulares desde la relación entre generalidad y 

singularidad en la estructura formal de la ley,  impone una noción amplia que incluye las que 

establecen un régimen jurídico aplicable a un sujeto o número determinado de sujetos, con 

una singularidad en el espacio, teniendo por objeto a un número determinado de destinatarios 

de diversas situaciones jurídicas, y aunque pueden ser aplicadas un  número de un terminado 

de veces y aunque afecten a un número indeterminado de individuos o de situaciones jurídicas 

subjetivas. 

 

del Cuerpo de Ujieres de las Cortes Generales. 26 de junio de 1989. 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.p?id=BOE-A-1989-16632 (último acceso: 29 de septiembre de 2024). El 

artículo 8, literal 1. “Corresponde al Cuerpo de Letrados desempeñar las funciones de asesoramiento jurídico 

y técnico a la Presidencia y a la Mesa de cada Cámara, a las Comisiones y sus órganos, a las Subcomisiones y 

a las Ponencias, así como la redacción, de conformidad con los acuerdos adoptados por dichos órganos, de 

las resoluciones, informes y dictámenes, y el levantamiento de las actas correspondientes; la representación y 

defensa de las Cortes Generales, del Congreso de los Diputados, del Senado, de la Junta Electoral Central y 

de los órganos e instituciones vinculados o dependientes de aquéllas, ante los órganos jurisdiccionales y ante 

el Tribunal Constitucional; las funciones de estudio y propuesta de nivel superior, y la función de dirección de 

la Administración Parlamentaria, asumiendo la titularidad de los órganos correspondientes”. 

 
55 BOE-A-2024-11776. Ley Orgánica 1/2024, de 10 de junio, de amnistía para la normalización institucional, 

política y social en Cataluña. 11 de junio de 2024. https://www.boe.es/buscar/act.p?id=BOE-A-2024-11776 

(último acceso: 29 de septiembre de 2024). “(…) Declarada su constitucionalidad, solo cabe entender esta 

opción legislativa en el marco de las leyes singulares, respecto de las que el Tribunal Constitucional ha venido 

sosteniendo su excepcionalidad, pero también su conformidad con el texto constitucional al afirmar que «el 

dogma de la generalidad de la ley no es obstáculo insalvable que impida al legislador dictar, con valor de ley, 

preceptos específicos para supuestos únicos o sujetos concretos”. 

 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1989-16632
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2024-11776
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La ley singular puede serlo atendiendo al número de sujetos a los que se dirige (ley 

especial, no general), a su carácter auto aplicativo (ley concreta, no abstracta), o puede ser 

singular atendiendo a la singularidad del supuesto que regula56. El preámbulo considera que la 

ley es singular por ser especial y por ser concreta. No se trata de una ley auto aplicativa, ya 

que reconoce qué corresponde únicamente a los jueces y tribunales (o al Tribunal de Cuentas 

o autoridades administrativas), al aplicar la ley a cada caso concreto. De lo contrario, 

considerar la ley de la amnistía como auto aplicativa implicaría de manera casi automática su 

inconstitucionalidad, atendiendo a la evolución que realiza la jurisprudencia. 

Otro rasgo que diferencia a la ley singular de la interpretación en sentido estricto que 

se realiza de la ley como fuente del derecho, es la excepcionalidad al tratarse de un tipo de 

norma que atiende a la naturaleza de una situación en concreto. Como hemos mencionado 

anteriormente, la LO 1/2024 no define ni el ámbito jurídico de la norma ni su ámbito 

temporal, además de normalizar la amnistía como categoría jurídica dentro del ordenamiento 

jurídico español al incluirla como una causa ordinaria de la extinción de la responsabilidad 

penal en la modificación del artículo 130 de la Constitución Española57. 

 

3.5. Proporcionalidad y razonabilidad de la Ley de Amnistía 

Uno de los principales problemas a los que se encuentra la ley de la amnistía como ley 

singular reside en la necesidad de justificar tanto la proporcionalidad como la razonabilidad 

de la norma. El legislador en su preámbulo parte de la premisa de que, al no afectar al 

principio de exclusividad jurisdiccional, la única explicación que debe darse es cómo puede 

afectar una ley singular al principio de igualdad y no discriminación protegida por mandato 

constitucional.  

 

56  Patrón Rodríguez, Patricia. «La ley singular como categoría de acuñación jurisprudencial;una nueva 

aproximación a su particular significado problemática» Revista de Derecho Politico, 2017: 99,167-197. 

 
57 BOE-A-1995-25444. Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 23 de noviembre de 

1995. https://www.boe.es/buscar/act.p?id=BOE-A-1995-25444&tn=5&bj=a8# (último acceso: 29 de 

septiembre de 2024). Capítulo I. De las causas que extinguen la responsabilidad criminal. Artículo 130. “1. 

La responsabilidad criminal se extingue: 1.º Por la muerte del reo. 2.º Por el cumplimiento de la condena. 3.º 

Por la remisión definitiva de la pena, conforme a lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del artículo 87. 4.º Por la 

amnistía o el indulto. 5.º Por el perdón de la persona ofendida, cuando se trate de delitos leves perseguibles a 

instancias de la persona agraviada o la ley así lo prevea. El perdón habrá de ser otorgado de forma expresa 

antes de que se haya dictado sentencia, a cuyo efecto la autoridad judicial sentenciadora deberá oír a la 

persona ofendida por el delito antes de dictarla”. 
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Entiende el legislador que la ley de amnistía es razonable y proporcional ya que el 

objetivo que persigue es la normalización de la situación política en Cataluña. Sin embargo, 

incluso antes de que la ley fuese aprobada, la presentación de la iniciativa legislativa dio lugar 

a unos niveles de tensión política y social respecto al problema del independentismo catalán 

mucho más preocupantes y polarizados de los que se vivían en julio de 2023.  

Desde una perspectiva jurídica, se puede observar una discordancia evidente entre la 

finalidad declarada en el preámbulo de la ley de amnistía y las verdaderas intenciones de sus 

promotores. Mientras que en el preámbulo se manifiesta un objetivo relacionado con la 

reconciliación y la restauración de la paz social, el propósito subyacente real parece estar 

vinculado a una estrategia política concreta, como lo sería la investidura de Pedro Sánchez 

como presidente del Gobierno. Este desajuste entre la finalidad aparente y la finalidad real de 

la norma genera un conflicto con el principio de transparencia legislativa, el cual exige que las 

leyes se promulguen conforme a los objetivos explícitos que enuncian. 

Además, un indicio claro de la motivación política detrás de esta ley es la reciente 

decisión del Congreso de los Diputados en 2021, donde se rechazó una propuesta similar 

presentada por grupos parlamentarios catalanes que promovía la amnistía de los presos 

vinculados al proceso independentista. Dicha propuesta fue desestimada, considerándose 

inconstitucional por los votos en contra de partidos como el PSOE, PP y Vox, alegando que 

vulneraba principios fundamentales del Estado de Derecho y la Constitución Española. 

Por lo tanto, este aparente cambio en la postura de algunos grupos parlamentarios 

podría sugerir un uso instrumental de la figura de la amnistía para fines políticos específicos, 

lo que podría contravenir el principio de igualdad ante la ley y el de separación de poderes, 

comprometiendo así la legitimidad y la coherencia del orden constitucional. 

Bastida Freijedo añade que, aceptando que la finalidad del legislador es fomentar la 

convivencia democrática en Cataluña, carece de lógica excluir del ámbito objetivo de la 

norma aquellos actos relacionados con el proceso independentista que fueran contrarios a éste. 

Y es que, siguiendo a este autor, resulta evidente que la decisión de los impulsores de la 

norma es arbitraria y, por tanto, al dirigirse frente al principio de interdicción de la 

arbitrariedad que se contempla en el artículo 9.3 de la Constitución Española a todos los 
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poderes públicos, la norma es inconstitucional. La ley no debe establecer quienes son 

amnistiados, sino quienes serán amnistiables58. 

Cruz Villalón, aborda en su obra “La Constitución inédita” 59  un tema jurídico y 

político: la constitucionalización de la Unión Europea (UE). El punto central es la discusión 

sobre la fallida "Constitución para Europa" y el impacto de su derrota en los referendos de 

Francia y los Países Bajos en 2005. Aunque este trabajo fue abandonado, el Tratado de 

Lisboa, aprobado posteriormente, conserva elementos esenciales del estudio constitucional, 

aunque sin formalizar completamente una Constitución europea. Esto refleja lo que Cruz 

Villalón denomina una constitucionalidad material en lugar de formal, ya que las normativas 

comunitarias continúan desempeñando un papel estructural en la vida política y jurídica de los 

Estados miembros. 

Por otro lado, Cruz Villalón “analiza las tensiones entre los ordenamientos 

constitucionales nacionales y el marco constitucional de la UE, sugiriendo que estos deben 

entenderse como parte de un mismo bloque constitucional, en el que la doble 

constitucionalidad" de los Estados miembros, condicionada por Europa, juega un rol central. 

Este enfoque es clave para comprender la idea de "armonización constitucional", mediante la 

cual las constituciones nacionales asimilan ciertos principios comunes sin perder sus 

características distintivas60. 

Incluso hace énfasis de la importancia de los tribunales constitucionales nacionales en 

este proceso, llamando la atención sobre la necesidad de que estos órganos interactúen con el 

Tribunal de Justicia de la UE para asegurar un control constitucional adecuado y preservar el 

equilibrio entre las competencias nacionales y las supranacionales. El autor muestra 

optimismo acerca del futuro de la integración constitucional europea, aunque advierte sobre el 

uso prematuro del lenguaje constitucional en este contexto, señalando que la UE aún enfrenta 

 

58 Bastida Freijedo, Francisco Javier. «Amnistía y Constitución.» Revista General de Derecho Constitucional, 

2024: 40,1. 

 
59 Cruz Villalón, Pedro. «Primeras consideraciones sobre el control de constitucionalidad de la ley de amnistía.» 

El Cronista del Estado Social y Democrático de Derecho., 2023: 108-109,56-59. 

 
60 Cruz Villalón, Pedro. «Primeras consideraciones sobre el control de constitucionalidad de la ley de amnistía.» 

El Cronista del Estado Social y Democrático de Derecho., 2023: 108-109,56-59. 
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desafíos significativos para lograr una verdadera consolidación democrática a nivel 

supranacional. 

Desde esta crítica, puede afirmarse que plantea cuestiones de inconstitucionalidad de 

manera implícita, como la dificultad de conjugar los principios constitucionales de los 

Estados miembros con los del bloque comunitario, así como el déficit democrático percibido 

en las instituciones europeas. Estas problemáticas siguen siendo relevantes en los debates 

actuales sobre el futuro de la UE.  

 

3.6. Diferencias entre la Ley Orgánica 1/2024, de 10 de junio, de amnistía para la 

normalización institucional, política y social en Cataluña y la Ley 46/1977, de 15 de 

octubre, de Amnistía 

Uno de los argumentos más recurrentes por quienes defienden la viabilidad de la 

amnistía dentro del marco constitucional es el hecho de que existen precedentes tanto a nivel 

nacional como internacional, por lo que es necesario desglosar las diferencias latentes entre 

ambos textos legales. La ley 46/1977, de 15 de octubre, de Amnistía61 declara en su artículo 1 

que “I. Quedan amnistiados: a) Todos los actos de intencionalidad política, cualquiera que 

fuese su resultado, tipificados como delitos y faltas realizados con anterioridad al día quince 

de diciembre de mil novecientos setenta y seis”. Por otro lado, el literal c, manifiesta que “c) 

Todos los actos de idéntica naturaleza e intencionalidad a los contemplados en el párrafo 

anterior realizados hasta el seis de octubre de mil novecientos setenta y siete, siempre que no 

hayan supuesto violencia grave contra la vida o la integridad de las personas” (p.2). 

Asimismo, el segundo artículo, literal a, incluía dentro del ámbito de aplicación, entre 

otros, delitos como el de sedición o rebelión62, que estuviesen tipificados dentro del Código 

de Justicia Militar, delitos que pudieran haber cometido funcionarios, autoridades u otras 

figuras públicas. Es preciso recordar que en el momento que esta ley se aprobó, no se había 

elaborado la Constitución de 1978, sino que el país se encontraba en pleno proceso 

 

61  BOE-A-1977-24937. Ley 46/1977, de 15 de octubre, de Amnistía. 15 de octubre de 1977. 

https://www.boe.es/buscar/act.p?id=BOE-A-1977-24937 (último acceso: 30 de septiembre de 2024). 

 
62 Ídem. BOE-A-1977-24937. Artículo segundo. Literal a. “En todo caso están comprendidos en la amnistía: a) 

Los delitos de rebelión y sedición, así como los delitos y faltas cometidos con ocasión o motivo de ellos, 

tipificados en el Código de justicia Militar”. p.2. 

 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1977-24937
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constituyente, por lo que se aprobó esta amnistía para que el futuro Estado Social y 

Democrático de Derecho quedara al margen de cualquier represión que hubiese podido sufrir 

el pueblo durante la dictadura franquista. Reside precisamente en esta falta de legitimación 

democrática la necesidad de la amnistía, tal y como explica Manuel Aragón,63 en deshacerse 

de un poder injusto. Por su parte, Redondo Hermida, Fiscal del Tribunal Supremo, explica 

cómo la doctrina del Tribunal Constitucional es clara respecto a la amnistía64: 

El análisis sobre la inconstitucionalidad de una nueva Ley de Amnistía requiere una 

consideración desde diferentes perspectivas jurídicas. El autor aborda el tema bajo tres 

enfoques: la doctrina de los tribunales de justicia, la interpretación del Tribunal Constitucional 

y la influencia del Derecho Europeo. El Tribunal Supremo ha “dictaminado que una ley de 

Amnistía posterior a la de 1977 carecería de legitimidad y estaría en contradicción con la 

Constitución Española. En particular, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Supremo, 

en su sentencia de 20 de noviembre de 2013”, establece que la adopción de tal ley sería 

inconstitucional, al contravenir el marco legal vigente. 

Por su parte, el Tribunal Constitucional también ha expresado su postura contraria a la 

constitucionalidad de una nueva amnistía, subrayando que las medidas generales de gracia 

están prohibidas por el artículo 62 de la Constitución. Este precepto establece un nuevo orden 

jurídico que excluye dichas medidas, como queda reflejado en el Auto del Tribunal 

Constitucional de 1981. Además, el Tribunal sostiene que la amnistía constituye una 

manifestación del poder de gracia, lo cual refuerza su incompatibilidad con el sistema 

constitucional actual. 

Dado que los tribunales nacionales han afirmado que cualquier amnistía posterior a la 

transición democrática sería contraria al ordenamiento jurídico español, cabe preguntarse si el 

Derecho Europeo podría legitimar una medida de este tipo. En este contexto, el Tribunal de 

Justicia de la UE ha delegado la decisión sobre la adopción de leyes de amnistía a la soberanía 

normativa de los Estados miembros. Aunque el Tribunal Europeo de Derechos Humanos “no 

prohíbe la amnistía en términos absolutos, establece límites estrictos para su implementación, 

especialmente cuando se comprometen derechos fundamentales como la integridad física y 

 

63 Op.cit, 

 
64 Redondo Hermidia, Álvaro. «Una nueva ley de amnistía en inconstitucional.» La Razón, septiembre 2023. 
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moral”, tal como lo indican diversas resoluciones del Tribunal en casos como el de Margus 

contra Croacia y N. N. contra Moldavia65. 

Por lo tanto, a nivel europeo, no se impone la adopción de amnistías, y en el caso de 

España, el marco soberano establecido por la Constitución de 1978 excluye categóricamente 

esta posibilidad. Aunque algunos países, como Italia, permiten la promulgación de leyes de 

amnistía con restricciones internacionales, España ha optado por prohibir expresamente este 

tipo de medidas. La Constitución Española, al prohibir los indultos generales (artículo 62), 

establece un marco en el cual la amnistía, que no solo suprime la pena sino también el delito 

en sí, no tiene cabida. Por tanto, cualquier intento de reintroducir una Ley de Amnistía 

vulneraría de manera directa y manifiesta los principios constitucionales vigentes en España. 

La ley de amnistía de 1977 tiene su origen en la Ley 1/1977, de 4 de enero de Reforma 

Política, que fue ratificada mediante referéndum por el pueblo español y convocó elecciones a 

las Cortes Generales con el fin único de instaurar la democracia en nuestra nación; objetivo 

que no guarda ninguna similitud con el perseguido por la LO 1/2024, en tanto que esta norma 

legal pretende validar los delitos cometidos bajo una democracia constitucional por un Poder 

Judicial legítimo. 

 

CAPÍTULO IV. ¿EUROPA COMO GARANTÍA DEL MARCO CONSTITUCIONAL? 

La UE se esfuerza por erigirse como el principal bastión con el que cuentan los 

Estados Miembros a la hora de garantizar el respeto y cumplimiento de los valores 

democráticos, velando por la preservación de los derechos fundamentales y el Estado de 

Derecho, conforme a lo estipulado en el artículo 2 del Tratado de la Unión Europea (TUE). 

Dicho artículo 2 del Tratado de la UE establece que “la Unión se fundamenta en los valores 

de respeto de la dignidad humana, libertad, democracia, igualdad, Estado de Derecho y 

respeto de los derechos humanos, […] caracterizada por el pluralismo, la no discriminación, 

la tolerancia, la justicia, la solidaridad y la igualdad entre mujeres y hombres”66. 

 

 

65 Redondo Hermidia, Álvaro. «Una nueva ley de amnistía en inconstitucional.» La Razón, septiembre 2023. 
66 Diario Oficial de la Unión Europea. «Versión Consolidada del Tratado de la Unión Europea.» 30 de marzo de 

2010. https://www.boe.es/doue/2010/083/Z00013-00046.pdf (último acceso: 30 de septiembre de 2024). p. 

C83/17. 

 

https://www.boe.es/doue/2010/083/Z00013-00046.pdf
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De este articulado se extrae el especial interés de la UE en preservar la democracia, la 

igualdad y el Estado de Derecho, reforzándose el mismo en el Capítulo III de la Carta de 

Derechos, artículos 20 y 21, el artículo 20 explica que “todas las personas son iguales ante la 

ley” Además, el artículo 21. “No discriminación. […] 2. Se prohíbe toda discriminación por 

razón de nacionalidad en el ámbito de aplicación de los Tratados y sin perjuicio de sus 

disposiciones particulares67. 

Tal y como se ha ido desarrollando a lo largo de este trabajo, la LO 1/2024 choca 

frontalmente con estos derechos comunes a los Estados miembros, y teniendo en cuenta que 

al estar sometidos al principio de eficacia directa y primacía del Derecho Comunitario cabe 

preguntarse si la UE intervendrá respecto a la amnistía en España. Existen dos posibles 

intervenciones. 

 

4.1. Cláusula de suspensión 

El artículo 7 del TUE contempla un mecanismo aplicable en caso de que tambaleen los 

cimientos del Estado de Derecho, conocido como cláusula de suspensión. Esta cláusula 

permite suspender los derechos como miembro de la UE si un país infringe de forma grave y 

persistente los principios en los que se basa la UE según lo dispuesto en el artículo 2 del 

mismo Tratado 68 . A propuesta de un tercio de los Estados miembros de la UE, o del 

Parlamento Europeo o de la Comisión Europea, el Consejo, por mayoría de cuatro quintos de 

sus miembros y tras la aprobación del Parlamento, podrá constatar que existe un riesgo claro 

de violación grave de sus principios fundamentales por parte de un Estado miembro y 

presentar las recomendaciones apropiadas.  

La jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la UE es bastante clara en lo que la 

independencia del Poder Judicial como pilar fundamental del Estado de Derecho se refiere, tal 

y como se observa en la Sentencia de 27 de febrero de 2018, Associação Sindical dos Juízes 

Portugueses, C-64/16, que subraya que la independencia judicial es un principio inherente al 

 

67 Diario Oficial de la Unión Europea. «Versión Consolidada del Tratado de la Unión Europea.» 30 de marzo de 

2010. https://www.boe.es/doue/2010/083/Z00013-00046.pdf (último acceso: 30 de septiembre de 2024). 

 
68 Cláusula de suspensión (artículo 7 del Tratado de la Unión Europea). (s/f). Europa.Eu. Recuperado el 18 de 

septiembre de 2024, de https://eur-lex.europa.eu/ES/legal-content/glossary/suspension-clause-article-7-of-the-

treaty-on-european-union.html  

 

https://www.boe.es/doue/2010/083/Z00013-00046.pdf
https://eur-lex.europa.eu/ES/legal-content/glossary/suspension-clause-article-7-of-the-treaty-on-european-union.html
https://eur-lex.europa.eu/ES/legal-content/glossary/suspension-clause-article-7-of-the-treaty-on-european-union.html
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Derecho de la Unión y debe ser garantizada por los Estados miembros en virtud del artículo 

19 del TUE y del artículo 47 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la UE. Esta 

sentencia recalca que cualquier medida que afecte a la estabilidad o autonomía del Poder 

Judicial, incluida la reducción de las garantías salariales, debe someterse a un escrutinio 

riguroso, asegurando su conformidad con los principios esenciales del Estado de Derecho, 

cuya protección constituye un valor fundamental de la Unión.  

 

4.2. La cuestión prejudicial europea 

Al igual que sucede en el resto de los países de la UE, en España, el juez español 

puede inaplicar una ley si esta se muestra contraria al Derecho de la Unión o elevar la 

cuestión prejudicial ante el TJUE cuando dude de cómo la norma ha de ser interpretada o de 

su validez. Con la L0 1/2024 ya en vigor, los jueces implicados se enfrentan al difícil papel de 

analizar si las causas abiertas han de continuar o archivarse, así como tomar decisiones 

relativas a la suspensión de órdenes de detención que continúan en vigor, o en su caso, las 

medidas de prisión preventiva. Fruto de la colaboración entre el TJUE y la jurisdicción de los 

Estados Miembros, a tenor de lo que establece el artículo 267 Tratado de Funcionamiento de 

la Unión Europea (TFUE), los magistrados del Tribunal Supremo que enjuiciaron el “procés” 

pueden recurrir a esta medida, que supondría la suspensión de la actuación judicial hasta que 

el Tribunal Superior de Justicia de la UE se manifestase al respecto. 

Para que se  pueda plantear una cuestión prejudicial europea, no basta con que el juez 

se muestre disconforme a la ley española, ni que la Ley vulnere de manera evidente los 

principios fundamentales europeos, sino que se exige que exista una conexión europea que 

permita recurrir ante el TJUE. Más allá de chocar con los principios que recoge el art. 2 del 

TUE, la LO 1/2024 concede el perdón de delitos como la malversación de fondos públicos., 

por lo que cabe preguntarse si esta ley vulnera la directiva 2017/1371 que recoge las 

obligaciones mínimas que los países han de tener respecto a la protección de los “intereses 

financieros de la Unión”, que se definen en su artículo 1, como aquellos que está vinculados 

al presupuesto de la UE, o lo que es lo mismo, que afectan al reparto de fondos a los Estados 

Miembros por parte de este organismo supranacional. 

De la misma manera, el reglamento 2020/ 2092 del Parlamento Europeo y del Consejo 

del 16 de diciembre de 2020 sobre un régimen general de condicionalidad para la protección 

del presupuesto de la Unión establece el principio de condicionalidad. Este principio sostiene 

que, para proteger el derecho de presupuesto de la UE,  la entrega de fondos debe estar 



¿Cabe la amnistía en la Constitución? 

 

condicionada al respeto de los estándares mínimos por parte del receptor en materia de Estado 

de derecho, sin los cuales los fondos podrían estar en riesgo. A simple vista, teniendo en 

cuenta que el artículo 2, literal e, de la LO 1/202469 excluye de la amnistía a los delitos que 

puedan afectar a los intereses financieros de la UE, se podría entender que resuelve la 

cuestión a nivel comunitario: si se aprecia malversación de los fondos europeos, no se aplica 

la amnistía. 

Sin embargo, se debe tener en cuenta que la finalidad del derecho penal incluye la 

prevención especial y la prevención general del delito. Aún en el caso de que los delitos 

relacionados con el “procés” no afectasen de manera específica a los fondos europeos, la 

amnistía se pudiese considerar aceptable desde la perspectiva de la prevención especial, 

seguiría siendo completamente inadmisible desde la prevención general, al enviar el mensaje 

de que los delitos de malversación pueden ser perdonados por razones de interés político. Una 

vez que se establece, se abren diferentes opciones que permitirían recurrir ante el TJUE: 

- La ley de amnistía vulnera la directiva PIF, que en su artículo 4. h3 que establece que “ 

los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que la 

malversación, cuando se comete intencionadamente, constituirá una infracción penal”. 

- El artículo 2 del tratado de la UE establece que “la Unión se fundamenta en el valor del 

Estado de derecho y la justicia, ambos comprometidos por una norma que impide a los 

tribunales enjuiciar los delitos cometidos”. 

- Cómo hemos mencionado al principio del capítulo, la UE pretende dotar de doble 

protección a la igualdad, recogiéndola tanto en el artículo dos del TUE como en el 

artículo 20 de la Carta de los Derechos Fundamentales. Esta igualdad ante la ley que 

propugna la UE se ve seriamente comprometida por una medida de privilegio, al tratarse 

de una amnistía completamente arbitraria. Si bien es cierto que, para alegar esta 

vulneración, el juez español deberá demostrar al TJUE como la exposición de motivos de 

la ley que recoge su objetivo, en realidad es falso. 

- En último lugar, el artículo 4 de la LO 1/2024 establece que el órgano judicial competente 

deberá disponer la inmediata liberación de las personas beneficiadas por la amnistía que 

 

69 BOE-A-2024-11776. Ley Orgánica 1/2024, de 10 de junio, de amnistía para la normalización institucional, 

política y social en Cataluña. 11 de junio de 2024. https://www.boe.es/buscar/act.p?id=BOE-A-2024-11776 

(último acceso: 29 de septiembre de 2024). 
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se encuentren detenidas. Revoca las órdenes de búsqueda, captura y prisión, así como las 

órdenes de detención nacionales, europeas internacionales aplicables a las personas 

amnistiadas. Resulta más que evidente que esta disposición está en contra de la cláusula 

del Estado de Derecho que contempla el artículo 2 del TUE, específicamente en lo que a 

la división de poderes e independencia judicial se refiere. 

Por lo tanto, a la luz de los principios fundamentales establecidos en el TUE y las 

directrices del TJUE, se evidencia una clara colisión entre la normativa nacional y los 

estándares europeos en materia de justicia y derechos fundamentales. En consecuencia, se 

plantea un cuestionamiento legítimo sobre la conformidad de la ley de amnistía con el marco 

normativo de la UE, lo que abre la puerta a la posibilidad de que el TJUE examine su 

compatibilidad con los valores fundamentales del Estado de Derecho, la igualdad ante la ley y 

la independencia judicial, asegurando así la protección efectiva de los derechos de todos los 

ciudadanos y el respeto a los principios democráticos que rigen la UE. 

 

4.3. La Comisión de Venecia 

La Comisión de Venecia es el órgano consultivo del Consejo de Europa en materia 

constitucional70, cuya función es brindar asesoramiento jurídico a los países miembros que así 

lo soliciten y velar porque sus ordenamientos cumplan con los principios de la UE. En el 

pleno celebrado los días 15 y 16 de marzo, se aprobó la opinión CDL-AD (2024) 003 sobre la 

LOAC. Esta opinión nace de la petición del presidente de la asamblea parlamentaria del 

Consejo de Europa, de 8 de diciembre de 2023, que solicitó un estudio sobre los requisitos 

derivados del Estado de Derecho que ha de cumplir una ley de la amnistía, y en que se refería 

en términos generales a toda la UE, haciendo especial referencia al caso español. La opinión 

responde a una doble petición, ya que también fue solicitada por el presidente del Senado 

español, cuyo objetivo no era otro que obtener un dictamen de categoría similar a la que 

pudiesen haber emitido los órganos consultivos, y cuyos informes se han aludido debido al 

tipo de presentación de la ley.  

 

70 Comisión de Venecia. «Los requisitos del Estado de Derecho para decretar una amnistíacon especial referecnia 

a la proposición parlamentaria "Porposición de Ley Orgpanica de la Amnistía para la normalización 

institucional, política y social en Cataluña.» 2024. 

 

Con formato: Inglés (Reino Unido)
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De esta manera, y en virtud de un procedimiento de urgencia, la “Comisión Europea 

emitió en su 138ª reunión, celebrada el 15 de marzo de 2024”71, un dictamen que “establece 

los requisitos y parámetros que deben observar los Estados miembros en relación con la 

amnistía. Este pronunciamiento se fundamenta no en los ordenamientos nacionales, sino en 

las normativas internacionales y europeas pertinentes”. En primer lugar, el órgano consultivo 

europeo ha subrayado la importancia del respeto por el Estado de Derecho, haciendo hincapié 

en la supremacía de la ley y el principio de legalidad. En este contexto, se ha recomendado 

que la aprobación parlamentaria de la medida en cuestión se realice con una mayoría amplia, 

garantizando así el cumplimiento de los preceptos constitucionales y del derecho 

internacional. Este requerimiento no se cumple en el caso de España, donde la ley fue 

aprobada con 177 votos a favor y 172 en contra, lo que pone en entredicho su legitimidad. 

La Comisión ha resaltado la necesidad de alcanzar los objetivos de la amnistía 

mediante un enfoque coherente, que incluya un debate público sustantivo. Se considera que 

los procedimientos legislativos acelerados son inapropiados para este tipo de medidas, ya que 

pueden comprometer la deliberación democrática y la participación ciudadana. El dictamen 

consultivo enfatiza la importancia de definir claramente los ámbitos material y temporal del 

proyecto de amnistía, asegurando que haya una relación directa entre las consultas celebradas 

en Cataluña el 9 de noviembre de 2014 y el 1 de octubre de 2017, así como sus respectivas 

preparaciones y consecuencias en relación con los actos de malversación y corrupción. 

Además, se critica la arbitrariedad en la aplicación de la amnistía y se resalta la 

necesidad de establecer un vínculo causal intrínseco entre la amnistía y los actos que se 

pretenden cubrir. Dichos actos deben ser de carácter impersonal, lo que implica que los 

criterios para su concesión no deben estar diseñados para beneficiar a individuos específicos, 

ya que esto vulneraría el principio de igualdad ante la ley. Por último, en relación con la 

separación de poderes e independencia judicial, se sostiene que debe ser el Poder Judicial 

quien determine si las personas cumplen con los requisitos específicos para la concesión de la 

amnistía, garantizando así que la decisión se base en criterios objetivos y transparentes. 

 

 

71 Comisión Europea para la Democracia a través del Derecho, Comisión de Venecia, CDLAD (2024)003-e pain 

- Opinion on the rule of law requirements of amnesties, with particular reference to the parliamentary bill of  

Spain “on the organic law on amnesty for the institutional, political and social normalisation of Catalonia”, 

adopted by the Venice Commission at its 138th Plenary Session (Venice, 15-16 March 2024, 2024, disponible 

en https://www.venice.coe.int/webforms/documents/?pdf=CDL-AD(2024)003-e;   

Con formato: Inglés (Reino Unido)

Código de campo cambiado

Con formato: Inglés (Reino Unido)

Con formato: Inglés (Reino Unido)

https://www.venice.coe.int/webforms/documents/?pdf=CDL-AD(2024)003-e;
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CAPÍTULO V. PODER JUDICIAL Y AMNISTIA 

5.1.  Jurisprudencia 

La Ley de Amnistía de 1977, al ser considerada preconstitucional, no puede ser 

simplemente invalidada por la interpretación restrictiva del ordenamiento jurídico actual. La 

jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, aunque relevante, no 

puede obviar el principio de continuidad normativa que rige en el Estado español. Así, la 

cuestión se centra en si esta ley, que se encuentra en la base del consenso democrático de la 

Ttransición, se ajusta a los principios fundamentales del Estado de Derecho que se exigen, 

como la separación de poderes y la garantía de derechos fundamentales. 

Estas sentencias de las Altas Cortes españolas no son aplicables de manera literal a la 

cuestión respecto a la amnistía que ahora mismo atañe el panorama político. Redondo 

Hermida, fiscal del Tribunal Supremo expresó recientemente que “la doctrina del Tribunal 

Constitucional sostiene que una nueva ley de amnistía posterior al actualmente vigente sería 

contraria a la Constitución Española”. 

 

5.1.1. STC 63/1983, de 20 de julio 

Se trata de una resolución del TC acerca del recurso de amparo presentado por la 

asociación de aviadores de la República, con el objetivo de obtener la amnistía en la medida 

en la que se unieron al bando republicano después del 18 de julio de 193672.  

Esta sentencia es mencionada en la exposición de motivos de la ley, pero el fondo del 

asunto que trata el pleno del constitucional no es la derogación de la amnistía, sino la 

posibilidad de establecer una compatibilidad entre los civiles y los militares que había 

establecido dicha ley. En los fundamentos jurídicos se argumenta en primer lugar las 

limitaciones procesales que podrían obstaculizar un pronunciamiento en términos establecidos 

por el artículo 55.1 en relación con el artículo 53 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional (LOTC).  

 

72 ECLI:ES:TC:1983:63. «Sentencia 63/1983, de 20 de julio. (BOE núm. 189, de 09 de agosto de 1983).» 9 de 

agosto de 1983. https://hj.tribunalconstitucional.es/es-

ES/Resolucion/Show/191#complete_resolucion&fundamentos (último acceso: 30 de septiembre de 2024). 

 

https://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/191#complete_resolucion&fundamentos
https://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/191#complete_resolucion&fundamentos
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En este contexto, se establece que, aunque se diferencian las situaciones de los 

militares leales a la República durante la guerra civil, existe una convergencia en la pretensión 

de los recurrentes sobre la amnistía. Se destaca que la amnistía, otorgada por el Real Decreto-

ley 10/1976 y, posteriormente, por la Ley 46/1977, presenta efectos más restringidos para los 

militares en comparación con los funcionarios civiles, lo que suscita interrogantes sobre su 

adecuación al principio de igualdad consagrado en el artículo 14 de la Constitución Española. 

Se cuestiona si el examen de las disposiciones amnistiadoras debe limitarse a 

considerarlas como un acto de gracia que extingue penas. Más bien, se argumenta que la 

amnistía debe interpretarse como una derogación retroactiva de normas, con el objetivo de 

restablecer situaciones previas a la guerra civil. La STC señala que las normas de amnistía 

han declarado la reintegración de los funcionarios civiles en la plenitud de sus derechos, 

mientras que la reintegración de los militares ha sido más limitada, centrándose solo en 

derechos pasivos. Esta diferenciación provoca un conflicto con el principio de igualdad, ya 

que el trato desigual podría considerarse contrario a lo dispuesto en el artículo 14 de la 

Constitución. 

Esto lleva a la conclusión de que no se puede justificar la disparidad de trato a menos 

que existan razones objetivas que lo avalen. Por lo tanto, la STC no puede extender la 

amnistía de los funcionarios civiles a los militares sin una justificación adecuada por parte del 

legislador. El recurso de amparo se considera inadecuado para abordar cuestiones que 

requieren intervención legislativa. La STC enfatiza que el principio de igualdad debe guiar 

cualquier futura amnistía para los militares, similar a la otorgada a los funcionarios civiles. 

Además, se examinan otras invocaciones constitucionales, aunque la mayoría no son 

relevantes para el amparo, ya que están más vinculadas a principios generales sin un efecto 

directo en la situación específica. 

El análisis sobre el haber pasivo, que implica determinar la base reguladora para la 

percepción de haberes, se aparta del ámbito del amparo, dado que esta cuestión es 

competencia del Consejo Supremo de Justicia Militar. La STC establece que las decisiones en 

este ámbito están sujetas a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, lo que limita la 

intervención del Tribunal Constitucional. 

Finalmente, se plantean interrogantes sobre si los recurrentes han formulado un 

recurso de amparo válido bajo el artículo 43.1 y si el recurso se enmarca en la variación del 

artículo 44.1 de la LOTC. La crítica a la Sentencia del Tribunal Supremo se centra en la falta 
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de atención a las violaciones de derechos, lo que redirige la discusión hacia la naturaleza del 

recurso y la competencia del legislador en lugar del ámbito del Tribunal Constitucional. 

 

5.1.2. STC 76/1986 de junio 

Responde a un recurso de inconstitucionalidad sobre las leyes del País Vasco, que, si 

menciona la amnistía y de la que se podía extraer el encaje de la misma en la Constitución, si 

no fuese por el hecho de que el TC, al declarar constitucionales los textos legales vascos, no 

contempló que se amnistiare a quienes sirvieron a la administración vasca entre 1936 y 1978, 

sino que únicamente le atribuyó derechos  económicos y profesionales. Los magistrados 

mencionan la amnistía, pero como en sentencias anteriores enfatizan en que se aplica para 

poner fin a las injusticias del franquismo, como la anterior sentencia mencionada supra en la 

que se afirma que la amnistía responde a una razón de Justicia derivada de la de negociación 

de la negación de las consecuencias de un derecho anterior. Se puede entender que el derecho 

anterior era injusto y por eso se aplica esta medida de gracia. 

Las leyes en cuestión se insertan en el contexto de la legislación de amnistía, pero se 

argumenta que la amnistía se aplicaba a funcionarios que cesaron sus servicios por causas 

establecidas en la misma. En este sentido, las Leyes 11/1983 y 8/1985 no pueden considerarse 

como instrumentos de amnistía porque se dirigen a un colectivo que no tiene la condición de 

funcionarios, lo que implica que su existencia legal se encuentra fuera del marco 

constitucional. 

El segundo argumento de inconstitucionalidad se centra en el principio de igualdad 

consagrado en el artículo 14 de la Constitución Española. Se sostiene que las leyes en 

cuestión otorgan derechos a un grupo específico de personas, basándose en criterios que no 

pueden ser considerados normativos en el contexto actual, puesto que el ordenamiento 

jurídico al que pertenecen es considerado como inexistente. Esto contraviene además los 

artículos 23.2 y 103.3 de la Constitución, que garantizan el acceso a la función pública en 

condiciones de igualdad73. 

 

73 ECLI:ES:TC:1986:76. «Sentencia 76/1986, de 9 de junio. SENTENCIA 76/1986, de 9 de junio.» 9 de junio de 

1986. https://hj.tribunalconstitucional.es/ca/Resolucion/Show/639#complete_resolucion&fundamentos (último 

acceso: 30 de septiembre de 2024). 
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El tercer argumento se centra en el reparto de competencias establecido en el Título 

VIII de la Constitución. Se sostiene que la legislación sobre amnistía debe ser dictada por el 

Estado, según lo dispuesto en el artículo 149.1.1, y que las Leyes impugnadas amplían el 

ámbito de aplicación de la legislación de amnistía, alterando el sistema de clases pasivas 

establecido. 

La STC profundiza en la premisa de que las Leyes 11/1983 y 8/1985 no pueden 

considerarse como instrumentos que revivan normas de un ordenamiento jurídico que ya no 

tiene validez. Se sostiene que, tras la Guerra Civil, surgió un nuevo ordenamiento que se 

sustenta en la continuidad del orden jurídico, como se establece en la Disposición Derogatoria 

de la Constitución. Esto implica que sólo aquellas normas que no son compatibles con la 

nueva Constitución son consideradas como inconstitucionales y, por lo tanto, vigentes. La 

STC resalta que, aunque la voluntad política del legislador vasco sea legítima, el marco 

normativo no puede fundamentarse en un ordenamiento desaparecido. 

En cuanto a la alegación de vulneración del principio de igualdad, se argumenta que la 

comparación entre beneficiarios de las Leyes vascas y otras normativas de amnistía no es 

válida, dado que emanan de poderes legislativos diferentes y abordan supuestos fácticos 

distintos. La STC establece que la diferencia de trato puede ser razonable y justificada, en 

función de los objetivos de justicia y reparación histórica que persiguen estas normativas. 

La STC concluye que las Leyes 11/1983 y 8/1985 no constituyen una infracción de la 

Constitución, dado que su finalidad es la de reconocer derechos económicos y profesionales a 

un grupo específico de personas, sin que ello implique revivir un ordenamiento jurídico que 

ha quedado obsoleto. Además, se establece que las diferencias en el tratamiento no vulneran 

el principio de igualdad, al encontrarse justificadas en razones de equidad y justicia, alineadas 

con los valores superiores que la Constitución promueve. 

5.1.3. STC 147/1986, de 25 de noviembre 

Se trata de la resolución que pone fin a numerosas cuestiones de inconstitucionalidad 

presentadas por los jueces en relación con la disposición adicional que introduce la ley 1964 

del 9 de enero, a la ley 46/199977 del 15 de octubre, la ley de la amnistía. Es de todas la más 

relevante de las sentencias, en tanto que sí trata de una ley sobre la amnistía una vez que la 

Constitución de 1978 está en vigor. 



Andrea García-Rico Rodríguez 

39 
 

Se debate si la Ley 1/1984 74 establece una nueva amnistía o si simplemente precisa el 

régimen jurídico de la amnistía que ya se había perfilado en 1977. La jurisprudencia previa 

había considerado que las acciones nacidas de la Ley de 1977 eran prescriptibles. En este 

contexto, se argumenta que la Ley 1/1984 crea nuevas acciones autónomas, aunque limitadas 

en su alcance subjetivo. El Tribunal ha afirmado que la amnistía busca eliminar las 

consecuencias de la normativa rechazada en favor de un nuevo orden político, pero su 

aplicación en relaciones privadas, como el ámbito laboral, tiene características específicas que 

deben ser analizadas con detalle. 

La STC analiza si es razonable mantener indefinidamente una situación de pendencia 

creada por una norma posterior, en este caso, la Ley 1/1984. La prescripción se considera una 

herramienta que garantiza la seguridad jurídica al permitir la consolidación de situaciones 

previas al no ejercicio de derechos en plazos razonables. Sin embargo, no es necesario que 

siempre exista un plazo de prescripción; el legislador tiene la facultad de decidir al respecto. 

No obstante, el Tribunal puede evaluar si la falta de un plazo de prescripción representa un 

sacrificio excesivo del principio de seguridad jurídica en favor de la justicia material. 

El Tribunal enfatiza que la cuestión de la amnistía en las relaciones privadas afecta 

directamente al principio de seguridad jurídica consagrado en el artículo 9.3 de la 

Constitución. Se plantea que la Ley 1/1984 intenta alterar situaciones que ya estaban 

consolidadas por sentencias firmes, creando un problema de límites en cuanto a la seguridad 

jurídica y la justicia material. Además, la amnistía laboral no implica una aplicación 

retroactiva de la ley, sino que se traduce en la creación de nuevos derechos y obligaciones 

laborales, lo que limita la libertad del empresario para seleccionar trabajadores, una libertad 

que está protegida por el artículo 38 de la Constitución. En conclusión, la STC resalta la 

complejidad del fenómeno de la amnistía y su impacto en las relaciones laborales, evaluando 

los derechos y las acciones derivadas de la Ley 1/1984 en el contexto de la seguridad jurídica 

y la justicia material. 

 

 

74 ECLI:ES:TC:1986:147. Sentencia 147/1986, de 25 de noviembre (BOE núm. 295, de 10 de diciembre de 

1986). 25 de noviembre de 1986. https://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/710 (último acceso: 

29 de septiembre de 2024). 
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5.2. Control judicial y Lawfare 

El pacto alcanzado el 9 de noviembre de 2023 por el PSOE y Junts x Cat75 indica en el 

apartado dedicado a la ley de Amnistía que: 

“Las conclusiones de las comisiones de investigación que se constituirán en la próxima 

legislatura se tendrán en cuenta en la aplicación de la ley de amnistía en la medida que 

pudieran derivarse situaciones comprendidas en el concepto lawfare o judicialización de la 

política, con las consecuencias que, en su caso, puedan dar lugar a acciones de 

responsabilidad o modificaciones legislativas.” 

En los últimos tiempos ha cobrado especial importancia el término “lawfare” cuya 

traducción literal vendría a significar “guerra legal”. En España, la FUNDEU76 lo ha definido 

como “el uso de procedimientos judiciales con fines de persecución política desacreditación o 

destrucción de la imagen pública e inhabilitación. Es un tecnicismo que se emplea con 

frecuencia actualmente en España, y es que resulta evidente que para algunos políticos no es 

suficiente la injerencia en la labor judicial, sino que además pretenden emprender una cruzada 

contra nuestros tribunales, otorgándoles una imagen de injustos y de que actúan únicamente 

movidos por sesgos ideológicos, como ha sucedido en todo lo relacionado en Cataluña, ya que 

los jueces implicados han sufrido una continua campaña de acoso (Hermida 2024)y derribo.77 

 

CAPÍTULO VI. CONCLUSIONES 

Para concluir, es esencial abordar la cuestión de la viabilidad constitucional de la 

amnistía en el marco normativo español. En primer lugar, es pertinente alinearse con la 

corriente doctrinal que sostiene la existencia de una prohibición implícita de la amnistía, dado 

que la Constitución proscribe los indultos generales. Así, se concluye que, si el texto 

constitucional desautoriza una medida de gracia como el indulto general, necesariamente debe 

 

75 Acuerdo PSOE-JUNTS de 9 de Noviembre, de 2023( disponible en  https://estaticos-

cdn.elperiodico.com/epi/public/content/file/original/2023/1109/11/231107-acuerdo-psoe-junts-pdf-2.pdf )  
76 ECLI:ES:TC:1986:147. Sentencia 147/1986, de 25 de noviembre (BOE núm. 295, de 10 de diciembre de 

1986). 25 de noviembre de 1986. https://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/710 (último 

acceso: 29 de septiembre de 2024). 

 
77 Hermida, X. (2024, octubre 2). Bolaños pide a los independentistas “respeto” a los magistrados del Tribunal 

Supremo. Ediciones EL PAÍS S.L. https://elpais.com/espana/2024-10-02/bolanos-pide-a-los-independentistas-

respeto-a-los-magistrados-del-tribunal-supremo.html 

  

https://estaticos-cdn.elperiodico.com/epi/public/content/file/original/2023/1109/11/231107-acuerdo-psoe-junts-pdf-2.pdf
https://estaticos-cdn.elperiodico.com/epi/public/content/file/original/2023/1109/11/231107-acuerdo-psoe-junts-pdf-2.pdf
https://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/710
https://elpais.com/espana/2024-10-02/bolanos-pide-a-los-independentistas-respeto-a-los-magistrados-del-tribunal-supremo.html
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entenderse que también excluye una figura más amplia como la amnistía. Cabe recordar que 

las Cortes Constituyentes optaron deliberadamente por omitir la amnistía en el texto de la 

Constitución española78, y que la proposición de ley presentada por Esquerra Republicana de 

Catalunya en 201979 fue inadmitida a trámite por considerarse inconstitucional.80 

Aunado a este razonamiento, es imprescindible adoptar una interpretación restrictiva 

del texto normativo de nuestra norma suprema, enfatizando los principios y valores que 

fundamentan el ordenamiento jurídico español y el Estado social y democrático de derecho. 

La justificación histórica que se pretende aportar a la ley es, en última instancia, insostenible. 

No es admisible invocar una Ley de Enjuiciamiento Criminal de 1866 como justificación para 

la posibilidad de amnistía. Igualmente, escudarse en la experiencia de otros sistemas jurídicos 

europeos resulta inapropiado, dado que, a diferencia de España, esos países incluyen la figura 

de la amnistía en sus respectivas constituciones. Además, no se puede invocar la 

jurisprudencia del Tribunal Constitucional de manera selectiva; tal como ha subrayado el 

propio Tribunal, solo se reconoce la validez de la ley de amnistía de 1977, la cual busca el 

perdón de los delitos cometidos durante el franquismo por ambas partes, en aras de la 

reconciliación nacional tras la dictadura. 

En un análisis más profundo, y sin entrar en la consideración de las repercusiones que 

podría acarrear la concesión de la amnistía, se identifican tres vulneraciones flagrantes de la 

Constitución Española: 

1. Principio de igualdad: Se quebranta el artículo 14, que consagra la igualdad ante la 

ley, al establecer una distinción arbitraria que beneficia exclusivamente a los independentistas 

 

78 Se rechazaron las Enmiendas núm. 504 y 744 del Anteproyecto de la Constitución Española. (BOE de 17 de 

abril de 1978). Lardiez, A., “Las enmiendas a la Constitución que citan la “amnistía”: los documentos 

originales”, Demócrata, 2023 (disponible en https://www.democrata.es/claves-deldia/las-enmiendas-a-la-

constitucion-que-citan-la-amnistia-los-documentos-originales/;  
79 Sojo, Iva Anguera de. 2019. “ERC propone una ley de amnistía para los procesados por el referéndum 

independentista”. El Independiente. el 15 de abril de 2019. 

https://www.elindependiente.com/politica/2019/04/15/erc-propone-una-ley-de-amnistia-para-los-procesados-

por-el-referendum-independentista/. 

endiente.com/politica/2019/04/15/erc-propone-una-ley-de-amnistia-para-los-procesados-por-el-referendum-

independentista/"https://www.elindependiente.com/politica/2019/04/15/erc-propone-una-ley-de-amnistia-para-

los-procesados-por-el-referendum-independentista/. 
80 García, Luis B. 2021. “La Mesa del Congreso tumba la propuesta de ley de amnistía del independentismo”. La 

Vanguardia. el 23 de marzo de 2021. https://www.lavanguardia.com/politica/20210323/6604457/mesa-congreso-

tumba-propuesta-ley-amnistia-independentismo.html. 

 

www.democrata.es/claves-deldia/las-enmiendas-a-la-constitucion-que-citan-la-amnistia-los-documentos-originales/;
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https://www.elindependiente.com/politica/2019/04/15/erc-propone-una-ley-de-amnistia-para-los-procesados-por-el-referendum-independentista/
https://www.elindependiente.com/politica/2019/04/15/erc-propone-una-ley-de-amnistia-para-los-procesados-por-el-referendum-independentista/
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https://www.elindependiente.com/politica/2019/04/15/erc-propone-una-ley-de-amnistia-para-los-procesados-por-el-referendum-independentista/
https://www.lavanguardia.com/politica/20210323/6604457/mesa-congreso-tumba-propuesta-ley-amnistia-independentismo.html.
https://www.lavanguardia.com/politica/20210323/6604457/mesa-congreso-tumba-propuesta-ley-amnistia-independentismo.html.
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catalanes por delitos que siguen siendo tipificados como tales para el resto de la población 

española. 

2. Separación de poderes: Se pone en riesgo este principio fundamental al permitir que 

el Ejecutivo intervenga en la labor judicial, lo cual compromete la independencia del poder 

judicial, contraviniendo lo establecido en el artículo 117 CE. 

3. Seguridad jurídica: Se infringe el derecho fundamental a la seguridad jurídica, 

protegido en el artículo 24 de la Constitución, al generar incertidumbre sobre la aplicación de 

la ley y el respeto a los derechos de los ciudadanos. 

La amnistía, lejos de contribuir a la concordia y al perdón entre los españoles, ha 

exacerbado la polarización social, generando una división política sin precedentes en nuestro 

país. No solo ha fragmentado las Cortes Generales, sino que ha afectado al conjunto de la 

sociedad española, incluyendo a las instituciones y al Poder Judicial, que se han visto 

obligadas a pronunciarse sobre la viabilidad de esta figura jurídica dentro del marco 

democrático. 

Como bien indicaba Bastida Freijedo, si la ley de amnistía realmente aspirara a una 

armonización social, política e institucional, debería incluir a todos los actores del conflicto, 

tanto a los independentistas catalanes como a las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado 

que intervinieron durante las protestas por la declaración de independencia de Cataluña. Sin 

embargo, no solo se excluye a la otra parte del conflicto, sino que además se les priva del 

derecho a la tutela judicial efectiva, ya que la ley de amnistía, al suspender los procedimientos 

en curso, deja en una situación de total indefensión a los agentes de la policía que resultaron 

gravemente heridos durante los disturbios en Barcelona entre 2017 y 2019. Es importante 

destacar que esta norma no solo otorga el perdón a los políticos que lideraron la insurrección, 

sino que, dada su amplitud, incluye todos los delitos cometidos durante dichas protestas, lo 

que resulta en un grave menoscabo de los derechos fundamentales de los ciudadanos 

afectados. 
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